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EDITORIAL 

En los temas técnicos de este Boletín tenemos el análisis jurídico de Juicio de Lesividad 

donde se observa como un contribuyente queda en un estado de incertidumbre jurídica 

ante la posibilidad de que la autoridad haga uso de este medio de defensa establecido en  

en la Legislación fiscal,  para anular resoluciones favorables que con anterioridad la 

propia autoridad le otorgó, por considerar que su caso no fueron emitida dentro del marco 

legal.  Importante tomar conciencia de cómo cada vez más el contribuyente depende de 

las resoluciones de los Tribunales que desafortunadamente no siempre resuelven en 

estricto apego a la Ley y siguiendo línea política en sus resoluciones, pueden incluso dar 

efecto retroactivo a resoluciones en las que un contribuyente apoyó su operación y siguió 

criterios en su actuar fiscal.  Importante actuar para lograr que la Leyes limiten la 

actuación de las Autoridades en apego estricto a la Ley. 

En el tema ISR derivado del pago de dividendos o utilidades que una sociedad mercantil 

residente para efectos fiscales en México entrega a sus accionistas cuando estos son 

residentes para efectos fiscales en el extranjero, se analiza la opción de disminuir el pago 

de este impuesto, en consideración a la existencia de  un Convenio Tributario con el país 

en donde sea residente fiscal el socio perceptor de los dividendos y el cumplimiento de 

ciertos requisitos. 

Por otro lado en el Análisis práctico de la Solicitud de disminución de pagos provisionales, 

se muestra detalladamente el procedimiento a seguir para obtener la disminución en los 

pagos provisionales del ejercicio, en estos tiempos en que el optimizar el uso del efectivo 

es prioridad de todos los empresarios.  Las diferentes  variables económicas hacen que la 

operación de un contribuyente no siempre sea similar a la del ejercicio anterior y es en  

estos casos donde la solicitud de disminución de pagos provisionales del ejercicio 

presentada en base a una adecuada proyección,  evita el pago exesivo en los pagos 

provisionales del ISR del ejercicio y la generación de saldos a favor al cierre del ejercicio. 

En el detalle de las publicaciones relevantes en comercio exterior, se da seguimiento a los 

cambios en el CFDI por las operaciones de comercio exterior, el tratamiento simplificado 

para las operaciones de comercio exterior que realicen las personas físicas del Régimen 

de Incorporación Fiscal y a la reglamentación del nuevo Esquema Integral de 

Certificación, el cual incluye la Certificación de Empresas en la modalidad de IVA e IEPS. 

En las Jurisprudencias y Tesis relevantes del mes, se incluyen además de las Tesis y 
resoluciones más importantes del mes, el comentario a la comunicación que hace la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación el pasado 6 de julio en que, emitió el Comunicado 
de Prensa  No. 126/2016, mediante el cual informó que, en lo general, la contabilidad 
electrónica, el buzón tributario y las revisiones electrónicas, son constitucionales. 
 
Se da a conocer la actividad de la PRODECON, en apoyo a los contribuyentes así como 
las líneas de acción de esta Procuraduría, y las resoluciones que ha obtenido.  También 
informa del apoyo de la Procuraduría al Programa Paisano.  
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ARTÍCULOS DE ANÁLISIS Y CASOS PRÁCTICOS 
 

EL JUICIO DE LESIVIDAD. -ENTRE LA ESPADA DE DAMOCLES Y EL COLMO DE 

LA INCERTIDUMBRE JURÍDICA.        

 Adolfo Anguiano, LL.M 
ADOLFO ANGUIANO, LL.M 

- Abogado litigante posgraduado en 

Derecho Fiscal por la Escuela Libre de 

Derecho y posgraduado en Derecho Fiscal 

Europeo por la Universidad de Estocolmo, 

Suecia.  

- Miembro de la Comisión Fiscal Regional 

Centro-Occidente del IMCP.  

 

a. Introducción.  

El juicio de lesividad ha existido desde la Ley de Justicia Fiscal de 1936, pasando por el 

Código Fiscal de la Federación (en adelante CFF) y hasta el vigente de 1983 de donde 

fue derogado para ser inserto en la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, la cual desde 2006 regula el juicio contencioso-administrativo o juicio de 

nulidad, incluido el de lesividad.  

El juicio de lesividad es definido doctrinariamente como el proceso intentado por la 

autoridad administrativa dentro del Proceso Contencioso Administrativo, con el propósito 

de anular una resolución favorable a un gobernado, que fue emitida –presumiblemente- 

de manera ilegal. 1 

Es decir, si un contribuyente cuenta con una resolución favorable emitida por la autoridad 

fiscal (en adelante SAT) y eventualmente, éste considera que no fue emitida dentro del 

marco legal, puede demandar el acto favorable donde el contribuyente será el 

demandado, buscando eliminar dicha resolución en un juicio seguido ante el Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.  

No resulta sencillo entender su naturaleza, pues los estudiosos de la figura, incluso en 

otras legislaciones tienen conclusiones dispares; existe quien lo concibe como un medio 

de defensa para “corregir” las resoluciones dictadas por la autoridad que son favorables 

para los contribuyentes, mientras otros lo consideran como un medio de “control 

administrativo” para cuestionar el proceder de alguna autoridad.  

                                                           
1 ESQUIVEL, Gustavo. El juicio de lesividad y otros estudios, De. Porrúa 2012, pág. 61. 
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Habiéndose dicho lo anterior, en el contexto fiscal actual donde el ingreso público no es 

suficiente y ello ha generado decisiones antijurídicas y antieconómicas, como la ola 

excesiva y arbitraria de fiscalización, las modificaciones que derivan en una reportitis 

innecesaria e incluso, donde se ha provocado una presunción en contrario para el 

contribuyente que acude ante un juzgador, es que consideramos que el juicio de lesividad 

se puede convertir en La Espada de Damocles2 del SAT, lo que a mi parecer conllevaría 

un verdadero exceso en detrimento de derechos esenciales de los contribuyentes, 

particularmente el de seguridad jurídica.  

Como se dijo anteriormente, el juicio de lesividad ha existido desde hace mucho tiempo 

aunque tradicionalmente ha sido poco utilizado por parte del SAT; no obstante, pareciera 

ser que recientemente, éste ha comenzado a ser más utilizado en ánimo de buscar mayor 

recaudación.  

Como algunos de nuestros lectores coincidirán, hoy en día, los contribuyentes en México 

deben calcular sus impuestos –lo cual de suyo no es sencillo-, deben contratar más 

personas –empleados o asesores- que se dediquen al llenado y al cumplimiento de las 

muchas –en ocasiones inútiles- declaraciones informativas.  

Existe la declaración de operaciones relevantes (31-A del CFF) donde un archivo de Excel 

comenzó definiendo lo que debía incluirse; las declaraciones de operaciones de partes 

relacionadas (76-A de la Ley del Impuesto sobre la Renta) con un último párrafo que deja 

abierta la puerta para que el SAT legisle en cuanto a la materia del reporte; obligaciones 

invasivas con el envío constante de la contabilidad electrónica donde en principio se les 

olvidó crear una sanción que dará pauta para sancionar a contentillo.   

Insatisfecho con ello, ahora el SAT fuerza a los contribuyentes a constatar que además 

sus clientes y proveedores deban hacer lo mismo, pues de lo contrario se les desconoce 

el derecho a deducir y acreditar sus propios impuestos. Lo que es peor, ahora se obliga a 

los contribuyentes a revisar constantemente el Diario Oficial de la Federación, puesto que 

no hacerlo puede derivar en que exista una contingencia fiscal y penal a su cargo.  

Como si lo anterior no fuese una intimidación y una conducta que atenta contra la más 

mínima seguridad jurídica, el SAT ha comenzado a promover juicios de lesividad donde 

pudiera llegar a existir una contingencia para un contribuyente que tiempo atrás (varios 

ejercicios incluso) tuvo la precaución de obtener una resolución favorable.   

Nunca perdamos de vista que en un reciente pronunciamiento, la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación (en adelante SCJN) definió qué debe entenderse por seguridad 

                                                           
2 Frase popular que se utiliza para referirse a un peligro inminente, aludiendo míticamente a una 

espada que pende sobre nuestra cabeza y que en cualquier momento caerán sobre nosotros. 
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jurídica en materia tributaria, y de manera por demás elocuente estableció que dicho 

derecho esencial consiste en que el contribuyente pueda “saber a qué atenerse”.3 

Pensemos en contribuyentes que motivados por las repercusiones fiscales de un tema 

determinado en su operación y con el ánimo de salvaguardar su patrimonio, obtienen una 

resolución favorable emitida por el SAT, lo cual de suyo constituye un éxito dicho sea de 

paso.   

Esta resolución favorable gira en torno a la clasificación arancelaria de su principal 

insumo; o bien, un contribuyente que por los contratos que celebra pueda o no acceder al 

estímulo de deducción de terrenos al adquirirlos; de un contribuyente que debe facturar de 

cierta forma los medicamentos que enajena como hospital sin que se le quiera cobrar el 

impuesto al valor agregado en medicinas; de un contribuyente que con la documentación 

legal puede deducir sus gastos a prorrata con su casa matriz en el extranjero.4 

Cuesta trabajo pensar que como asesor, debas explicarle al contribuyente que a pesar de 

contar con una resolución favorable expedida por el SAT (que desde luego no sería 

cuestionada por el departamento de impuestos, ni por el asesor fiscal externo, ni por el 

auditor, ni por el asesor fiscal),  aun con todo ello, existe un riesgo de que muchos 

ejercicios después, el propio SAT pueda demandarte ante el Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa la eliminación de dicha resolución, cuyos efectos son un derecho 

que has venido ejerciendo.  

Claramente que la inseguridad jurídica del contribuyente es mayúscula, porque bajo este 

escenario, jamás se tendrá la certeza de que está actuando conforme a derecho, y ello 

nos conduce a un escenario tercermundista desde el punto de vista jurídico y económico.  

Es decir, más allá del perfil -conservador o agresivo- que pueda tener un contribuyente, la 

legislación fiscal debería tener un límite para que se pueda tener absoluta certeza de las 

obligaciones fiscales. Se dice ello, porque no existe forma jurídicamente posible de tener 

certeza sobre las repercusiones fiscales de un negocio, lo cual desde luego inhibe la 

                                                           
3 SEGURIDAD JURÍDICA EN MATERIA TRIBUTARIA. EN QUÉ CONSISTE. La Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el principio de seguridad jurídica consagrado en la 
Constitución General de la República, es la base sobre la cual descansa el sistema jurídico mexicano, de 
manera tal que lo que tutela es que el gobernado jamás se encuentre en una situación de incertidumbre 
jurídica y, por tanto, en estado de indefensión. En ese sentido, el contenido esencial de dicho principio 
radica en "saber a qué atenerse" respecto de la regulación normativa prevista en la ley y a la actuación 
de la autoridad. Así, en materia tributaria debe destacarse el relevante papel que se concede a la ley 
(tanto en su concepción de voluntad general, como de razón ordenadora) como instrumento 
garantizador de un trato igual (objetivo) de todos ante la ley, frente a las arbitrariedades y abusos de la 
autoridad, lo que equivale a afirmar, desde un punto de vista positivo, la importancia de la ley como 
vehículo generador de certeza, y desde un punto de vista negativo, el papel de la ley como mecanismo 
de defensa frente a las posibles arbitrariedades de los órganos del Estado. (…). Tesis de jurisprudencia 
139/2012 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintiuno de 
noviembre de dos mil doce. 
 
4 Aunque ejemplos, las situaciones descritas están basadas en hechos reales.  
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inversión, lo cual resulta contrario al derecho de correcta rectoría del Estado Mexicano 

que exige el artículo 25 de la Constitución.  

No es obstáculo de la anterior conclusión, el que nuestro derecho fiscal se rija por el 

principio de autodeterminación de las contribuciones previsto por el artículo 6 del CFF, el 

cual exige que cada contribuyente es responsable de la causación, cálculo, determinación 

y entero de sus impuestos.  

Se dice ello, porque la situación de las finanzas públicas hace que el péndulo de las 

discusiones -incluso en tribunales- se detenga por más tiempo del lado del SAT que del 

lado del contribuyente, donde tristemente la razón política y/o presupuestaria termina 

venciendo a la jurídica e incluso a la constitucional.   

Sobre esta línea de conclusiones, si la autodeterminación del impuesto respeta la 

substancia económica y jurídica de la operación -tan es así que en su momento se obtuvo 

una resolución favorable por parte del SAT-, eso no es suficiente para gozar de auténtica 

seguridad jurídica fiscal, circunstancia altamente criticable.  

 

b. La inseguridad jurídica para interponer el juicio de lesividad.  

En nuestra consideración, el plazo para iniciar el juicio de lesividad evidencia una falta de 

equidad procesal, en la medida en que el contribuyente sólo cuenta con 45 días hábiles 

(30 días hábiles desde el pasado 14 de junio) para inconformarse contra una resolución 

que desee anular, cuando el SAT cuenta con 5 años mínimo para hacerlo.  

Este tema en particular ya fue planteado ante la SCJN donde se determinó –

cuestionablemente a mi criterio- que la disparidad procesal se justifica por el cúmulo de 

resoluciones del SAT y porque éste defiende el patrimonio de la colectividad. 5 

                                                           
5
 JUICIO DE LESIVIDAD. EL PLAZO QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 207 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 

FEDERACIÓN, VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2005, PARA PROMOVERLO, NO VIOLA EL 

PRINCIPIO DE IGUALDAD PROCESAL. Cuando la autoridad hacendaria se percata de que una resolución 

fiscal dictada en favor de un contribuyente es, a su parecer, indebida y lesiva para el fisco, no puede 

revocarla válidamente por sí y ante sí, ni puede hacer gestión directa ante el particular para exigirle el 

reembolso que resulte, sino que para ello debe promover el juicio contencioso administrativo de 

anulación o de lesividad ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. Ahora bien, el 

hecho de que el artículo 207 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 

2005, otorgue a la autoridad fiscal el plazo de 5 años para promover el referido juicio y al particular 

sólo le conceda el de 45 días, no viola el principio de igualdad procesal. Ello es así, porque el 

mencionado principio se infringe si a una de las partes se le concede lo que se niega a la otra, por 

ejemplo, que al actor se le permitiera enjuiciar, probar o alegar y al demandado no, o viceversa; pero 

dicho principio no puede considerarse transgredido porque no se tenga el mismo plazo para ejercitar 

un derecho, pues no se pretende una igualdad numérica sino una razonable igualdad de posibilidades 

para el ejercicio de la acción y de la defensa; además, la circunstancia de que se otorgue a la autoridad 

un término más amplio para promover el juicio de nulidad contra una resolución favorable al 
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El veredicto de la SCJN nos permite sugerir que el juicio de lesividad no es una acción 

legal (porque en todo juicio debe haber equidad independientemente del cúmulo de 

trabajo), sino más bien un medio de control administrativo al alcance de cualquier 

autoridad que, desafortunadamente, trasciende de forma negativa en la esfera jurídica del 

contribuyente.   

Lo que es peor, el plazo para iniciar el juicio de lesividad pudiera no tener fin6, puesto que 

el texto del artículo contempla la posibilidad de que se inicie el juicio contra resoluciones 

que hayan producido efectos de tracto sucesivo, caso en el cual el plazo de 5 años se 

iniciará a partir del último efecto.  

 

“Artículo 13. (…) 

III. De cinco años cuando las autoridades demanden la 

modificación o nulidad de una resolución favorable a un 

particular, los que se contarán a partir del día siguiente a la 

fecha en que éste se haya emitido, salvo que haya producido 

efectos de tracto sucesivo, caso en el que se podrá 

demandar la modificación o nulidad en cualquier época sin 

exceder de los cinco años del último efecto, pero los efectos 

de la sentencia, en caso de ser total o parcialmente 

desfavorable para el particular, sólo se retrotraerán a los cinco 

años anteriores a la presentación de la demanda.”  

 

Lo anterior confrontado con uno de los ejemplos mencionados supralíneas, nos conduce 

al extremo de que un contribuyente puede importar durante 20 años su principal insumo al 

                                                                                                                                                                                 
particular, se justifica en atención al cúmulo de resoluciones que se emiten y al tiempo que tarda la 

autoridad en advertir la lesión al interés público, y porque aquélla defiende el patrimonio de la 

colectividad, que es indispensable para el sostenimiento de las instituciones y de los servicios públicos 

a que está obligado el Estado, mientras que el particular defiende un patrimonio propio que le sirve 

para fines personales. (…)  

Contradicción de tesis 15/2006-PL. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 15 de marzo de 2007. Unanimidad de diez votos. Ausente: José 

Ramón Cossío Díaz. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Oliva Escudero Contreras.  

Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia porque no resuelve el tema de la contradicción planteada. 

6 La SCJN ha determinado la inconstitucionalidad de normas que no tienen fin como son el artículo 46-A 
del CFF y 152 de la Ley Aduanera, considerándolos en ambos casos como irrespetuosos de la garantía 
de seguridad jurídica.  



  

 

 10 

amparo de una clasificación arancelaria específica, la cual a su vez, está sustentada en 

una resolución favorable obtenida desde aquel entonces.  

En ese escenario, el SAT tendrá 5 años adicionales a partir del último efecto (última 

importación 20 años posterior a la emisión de la resolución favorable) porque dicha 

resolución favorable tiene efectos de tracto sucesivo y a partir de la última importación, se 

iniciaría el cómputo del plazo legal para iniciar el juicio de lesividad.   

Más grave aún, pudiera suceder que el contribuyente nunca deje de importar dicho 

insumo (lo cual no es improbable porque en su negocio es su principal materia prima); en 

dicho escenario, el plazo de inicio del juicio no tendría terminación lo que implica que 

pueda ser demandado permanentemente, lo cual claramente atenta contra el más mínimo 

respeto al derecho esencial de seguridad jurídica.  

 

c. La inseguridad jurídica para los supuestos de procedencia del juicio de lesividad.  

Un tema adicional de falta de seguridad jurídica es que los preceptos en estudio no 

definen si existen resoluciones inimpugnables para el juicio de lesividad; es decir, aquellas 

resoluciones que por ejemplo se convirtieron en favorables para un contribuyente, como 

consecuencia de una resolución a un recurso de revocación o a una sentencia dictada por 

un tribunal.  

En principio, dichas resoluciones debieran ser inimpugnables, por el simple hecho de que 

la resolución favorable está dictada en acato de una resolución o sentencia dictada como 

consecuencia de lo resuelto en un proceso legal, y por ende, constituyen cosa juzgada.  

No obstante, pudiera derivarse que en el caso de que la resolución favorable se dicte, en 

acato a una resolución de un recurso o sentencia de tribunal, y ésta sea excesiva en 

cuanto a sus alcances y/o efectos y veamos un ejemplo.  

Supongamos que un contribuyente acude a un juicio “tradicional” combatiendo el rechazo 

de una negativa de devolución de impuesto al valor agregado; eventualmente, el 

contribuyente obtiene sentencia favorable y en vía de consecuencia, el Tribunal obliga a 

que el SAT emita una resolución reconociendo el acreditamiento cuestionado 

originalmente y así, se ordene la devolución del impuesto al contribuyente.   

En acato, el SAT emite una resolución favorable ordenando la devolución del impuesto, 

pero ésta es excesiva porque sólo procedía el acreditamiento en determinados casos, y 

se ordenó una devolución mayor a la que realmente tenía el contribuyente. 

Después de la emisión de la resolución favorable, surge la duda de si el SAT tendría 5 

años a partir de dicho momento para impugnarla como lesiva por haberse ordenado una 

devolución excesiva, o sí sólo procedería el juicio de lesividad contra una parte específica 

de la resolución favorable, o de plano, declarar improcedente dicha resolución al ser cosa 

juzgada por ser consecuencia de una resolución o sentencia que puso fin a la 
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controversia, o si bien, el SAT como autoridad demandante debió interponer la instancia 

de queja por exceso en el cumplimiento y eventualmente ser prevenida por el propio 

tribunal para instaurarla como juicio.  

Sin duda que este tipo de cuestionamientos generan incertidumbre al contribuyente quien 

cuenta con una resolución favorable, lo cual pone en relieve una vez más, la falta de 

seguridad jurídica que este procedimiento genera al estar incipientemente regulado.  

 

d. La irretroactividad de los efectos de la sentencia de lesividad.  

Sobre la misma línea de conclusiones, tenemos que a nuestra consideración existe un 

problema de irretroactividad en los efectos de la sentencia del juicio de lesividad, puesto 

que la resolución fue emitida por autoridad competente quien actuaba en el marco de sus 

atribuciones, lo que desde nuestra óptica generó derechos adquiridos para el 

contribuyente.7 

En efecto, el precepto en análisis, en la parte que atañe, establece que los efectos de la 

anulación de la sentencia que resuelva el juicio de lesividad, sólo se retrotraerán 5 años 

antes de la presentación de la demanda.   

“Artículo 13. (…) 

 III. De cinco años cuando las autoridades demanden la 

modificación o nulidad de una resolución favorable a un 

particular, los que se contarán a partir del día siguiente a la 

fecha en que éste se haya emitido, salvo que haya producido 

efectos de tracto sucesivo, caso en el que se podrá demandar 

la modificación o nulidad en cualquier época sin exceder de los 

cinco años del último efecto, pero los efectos de la sentencia, 

en caso de ser total o parcialmente desfavorable para el 

particular, sólo se retrotraerán a los cinco años anteriores a la 

presentación de la demanda.”  

Lo anterior, a juicio del suscrito, redunda en un problema de irretroactividad de la ley 

porque los efectos derivados de la resolución favorable fueron legales y válidos a partir de 

la emisión de la resolución y hasta antes de la sentencia que eventualmente la anuló.  

                                                           
7 RETROACTIVIDAD DE LA LEY Y APLICACIÓN RETROACTIVA. SUS DIFERENCIAS. El análisis de 
retroactividad de las leyes implica estudiar si una determinada norma tiene vigencia o aplicación 
respecto de derechos adquiridos o situaciones jurídicas acaecidas con anterioridad a su entrada en 
vigor. En cambio, el análisis sobre la aplicación retroactiva de una ley supone la verificación de que los 
actos materialmente administrativos o jurisdiccionales estén fundados en normas vigentes, y que en 
caso de un conflicto de normas en el tiempo se aplique la que genere un mayor beneficio al particular. 
Tesis de jurisprudencia 78/2010. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada 
de veintisiete de octubre de dos mil diez. 
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En otras palabras, el acto administrativo favorable gozaba de la presunción de legalidad y 

fue el SAT quien en su momento interpretó inadecuadamente la norma aplicada en la 

resolución favorable, circunstancia que no puede generar consecuencias negativas en 

perjuicio del contribuyente, puesto que se estarían desconociendo los derechos 

adquiridos al amparo de una situación acaecida anteriormente al amparo de una 

resolución favorable.  

No es óbice para concluir lo anterior, que recientemente la SCJN se haya pronunciado 

sobre el tema resolviendo que los efectos retroactivos de la sentencia, sólo procederían 

en el caso de que se acreditase que el contribuyente actuó de mala fe al momento de 

hacer el planteamiento sobre el cual se basó la consulta y con ella la resolución favorable.   

Recordemos que el artículo 34 del CFF, que es el que prevé la posibilidad de formular 

consultas que pudieran traer consigo resoluciones favorables, establece que las consultas 

deben plantearse ante situaciones reales y concretas; por lo que la SCJN concluye que 

sólo probándose la mala fe del gobernado, sólo sí aplicaría la retroactividad de la 

sentencia.  

CONSULTA FISCAL FAVORABLE AL GOBERNADO. EL 

BENEFICIO OBTENIDO EN SEDE ADMINISTRATIVA PUEDE 

MODIFICARSE O REVOCARSE MEDIANTE JUICIO DE 

LESIVIDAD, CASO EN EL QUE LA RESOLUCIÓN 

RESPECTIVA NO TIENE EFECTOS RETROACTIVOS 

(INTERPRETACIÓN DIFERENCIADA DEL ARTÍCULO 13, 

PÁRRAFO TERCERO, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL 

DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO). 

Cuando el gobernado presenta una consulta ante la autoridad 

fiscal competente y ésta le es contestada en sentido afirmativo, 

se añade a su esfera jurídica un beneficio derivado de la 

confirmación de criterio; sin embargo, cuando esta 

determinación se modifica o revoca con motivo del juicio de 

lesividad promovido por la autoridad, la resolución jurisdiccional 

no producirá efectos retroactivos, en virtud de que lo previsto en 

el artículo 13, párrafo tercero, fracción III, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, únicamente tiene 

cabida cuando se acredite que el gobernado actuó de mala 

fe. De ahí que, exclusivamente en este supuesto, se actualiza 

la hipótesis legal consistente en que aquélla debe retrotraerse a 

los 5 años previos a aquel en que se presentó la consulta, en 

tanto que la actuación del gobernado es consecuencia de la 

manipulación de hechos tendentes a obtener un lucro indebido; 

por el contrario, si esa actuación es resultado de un criterio 

legítimo, carente de esa intencionalidad, los efectos de la nueva 

determinación no podrán retrotraerse en su perjuicio. 
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A pesar que el anterior criterio implica un avance en el alcance interpretativo del juicio de 

lesividad, la SCJN no resuelve el tema de la irretroactividad de la ley y naturalmente, 

habrá que ponderar eventualmente el criterio de la otra sala sobre el mismo tema.  

 

e. La pena trascendente de la acción de lesividad.  

Independientemente, la realidad es que todas las consecuencias negativas abordados en 

el desarrollo del presente fueron provocadas por un acto de autoridad que eventualmente 

fue considerado lesivo por la sentencia de un tribunal, es decir, un acto del SAT quien es 

alguien ajeno al contribuyente.  

Recordemos que el artículo 22 de la Constitución, que en principio aplica para el derecho 

penal también es aplicable para el derecho administrativo sancionador; éste prohíbe 

aplicar sanciones trascendentales, que son aquellas no se pueda repercutir en otras 

personas distintas de quien es inculpado. 

Traído al caso, la reflexión es que si fue el SAT quien emitió la resolución favorable, 

actuando en el ámbito de sus competencias y con su correcta interpretación legal de las 

normas, qué razón objetiva existe entonces para que eventualmente se sancione y se 

violenten los derechos esenciales de los contribuyentes que ejercieron los derechos 

inherentes a dicha resolución.   

Así las cosas, se reitera que en el contexto económico y fiscal que se vive y se vislumbra, 

consideramos que el juicio de lesividad pudiera ser una herramienta de presión a ser 

utilizada por parte del SAT, por lo que no perdemos la esperanza que la SCJN pondere 

adecuadamente la regularidad constitucional de su existencia, tanto en los temas 

planteados en el presente documento o en algún otro que pueda llegar a argumentarse.  

 

* * * * * 

Cualquier tipo de retroalimentación será más que bienvenida.  

 

Adolfo Anguiano, LL.M.  

adolfo@anguianoabogados.com 

 

 

 

mailto:adolfo@anguianoabogados.com
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ISR POR DISTRIBUCION DE UTILIDADES O DIVIDENDOS PAGADOS POR UNA 

SOCIEDAD RESIDENTE EN MEXICO A UN RESIDENTE EN EL EXTRANJERO.      

C.P.C. Miriam Fabiola Gutiérrez Muñoz 
 

 

“La inmoralidad no está en la abundancia de 

recursos sino en la mentalidad totalmente pasiva que no 

vive el mundo más que como un gran bazar y que 

renuncia a toda actividad o iniciativa creadora propia” 

Fernando Savater  

 

La apertura comercial de México reflejada en la Ley de Inversión Extranjera, que 

en la actualidad limita sólo en pocos casos la inversión extranjera en la realización de las 

actividades económicas en el país, su ubicación geográfica, el costo de la mano de obra, 

entre otros factores ha provocado la creciente inversión de empresas trasnacionales en 

nuestro país. 

Excepto tratándose de fundaciones o actividades de beneficencia, el objetivo principal de 

quien invierte en una sociedad es sin duda la obtención de utilidades; el hacer el pago de 

dichas utilidades o dividendos por una sociedad residente en México tiene efectos fiscales 

en Impuesto Sobre la Renta (en adelante ISR) para quien los distribuye y a su vez para 

los residentes en el extranjero que los perciben. 

En el presente documento se analizan los efectos generales en ISR derivados del pago 

de dividendos o utilidades que una sociedad mercantil residente para efectos fiscales en 

México entregue a sus accionistas cuando estos son residentes para efectos fiscales en el 

extranjero; no se analizan los efectos fiscales de las utilidades o reembolsos que los 

establecimientos permanentes de residentes en el extranjero envíen a su casa matriz u 

otro establecimiento en el extranjero contemplados en las fracciones II y III del artículo 

164 de la Ley de ISR. 

 

Causación de ISR en México 

El artículo 1 de la Ley de ISR, en su fracción III establece la obligación del pago de ISR en 

México de los residentes en el extranjero que obtengan ingresos de fuente de riqueza en 

territorio nacional. 

Artículo 1. Las personas físicas y las morales están obligadas al pago del 

impuesto sobre la renta en los siguientes casos: 
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… 

III. Los residentes en el extranjero, respecto de los ingresos procedentes de 

fuentes de riqueza situadas en territorio nacional, cuando no tengan un 

establecimiento permanente en el país, o cuando teniéndolo, dichos ingresos 

no sean atribuibles a éste. 

 

Por su parte el artículo 164 de la Ley de ISR considera que existe fuente de riqueza en 

territorio nacional cuando la sociedad que los distribuya resida en el país, por lo que 

estaría obligado al pago de ISR en México el beneficiario de los dividendos o utilidades y 

se deberá atender lo siguiente: 

a) Lo dispuesto por el artículo 10 de la Ley de ISR, al que denominaremos “impuesto 

propio por dividendos o utilidades distribuidos” a cargo de la sociedad que los 

distribuya 

b) La sociedad que los distribuya deberá retener el 10% sobre las utilidades o 

dividendos distribuidos 

Impuesto propio por dividendos o utilidades distribuidos 

Por lo que respecta al impuesto propio por dividendos, como se señaló anteriormente, se 

debe atender a lo dispuesto por el artículo 10 de la Ley de ISR, el que establece la 

obligación de pagar ISR aplicando la tasa establecida en el artículo 9 de la mencionada 

Ley, es decir, el 30%, sobre el monto de los dividendos adicionados con el impuesto 

mismo, para lo que los dividendos o utilidades se deben multiplicar por el factor de 

1.4286. Sin embargo, cuando los dividendos provengan de la denominada Cuenta de 

Utilidad Fiscal Neta (en adelante CUFIN) establecida en el artículo 77 de la Ley de ISR, 

no se pagará este ISR. 

El ISR así determinado se considera impuesto definitivo, de conformidad con el párrafo 

cuarto del artículo 10 mencionado, no obstante, la sociedad podrá acreditarlo contra el 

ISR del ejercicio que le resulte a cargo en el ejercicio en que se pague dicho ISR o contra 

el ISR de los dos siguientes ejercicios y contra los pagos provisionales de estos ejercicios 

hasta agotarlo. 

Impuesto a retener por dividendos o utilidades distribuidos 

Con la entrada en vigor de la Ley de ISR el 1 de enero de 2014, fue modificado el efecto 

fiscal en este impuesto derivado del pago de dividendos o utilidades a socios o 

accionistas residentes en el extranjero, que obedeció de acuerdo con la exposición de 

motivos de la iniciativa del Ejecutivo, al impacto en la recaudación por la “baja tasa 

efectiva mexicana”, comparada con el resto de los países miembros de la Organización 

para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE): 

“La baja tasa efectiva mexicana tiene un impacto en la recaudación en 

México, ya que no es la adecuada de conformidad con el tamaño de la 
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economía mexicana. Con base en lo anterior, se propone establecer en la 

nueva Ley del ISR que se somete a consideración de esa Soberanía, el 

establecimiento de un gravamen a cargo de las empresas calculado por 

el monto de distribución que realicen a las personas físicas y residentes 

en el extranjero. La tasa que se propone a esa Soberanía es del 10%, lo 

cual seguiría estando debajo del promedio de los países miembros de la 

OCDE”. 

 

Impuesto que en la iniciativa se contemplada como una tasa adicional a cargo de la 

sociedad que los distribuyera, sin embargo, el Congreso aprueba por una parte la tasa del 

10% adicional sólo que, modificando el esquema, para quedar a cargo de las personas 

beneficiarias del dividendo o utilidad correspondiente, y debiendo ser retenido por la 

sociedad que los distribuya. Este incremento, señaló la Comisión de Hacienda y Crédito 

Público de la Cámara de Diputados en sus consideraciones, permite no incrementar la 

carga tributaria de las personas morales que reinviertan sus utilidades en proyectos 

productivos. 

VIGÉSIMA SEXTA. Esta Comisión Legislativa estima pertinente el 

planteamiento del Ejecutivo Federal relativo a introducir un impuesto a 

cargo de las personas morales al momento de distribuir dividendos. Se 

considera conveniente el mecanismo planteado, con el fin de fomentar la 

reinversión y para facilitar la fiscalización de las personas morales 

residentes en México y los establecimientos permanentes de residentes 

en el extranjero, y con esto se aumenta la carga tributaria hasta una 

segunda fase que es la distribución de dividendos o utilidades. Este 

sistema impositivo permitirá no incrementar la carga tributaria a las 

empresas que reinvierten sus utilidades en proyectos productivos que 

beneficien el crecimiento económico nacional. En consecuencia, sólo se 

elevará la carga tributaria de las personas morales cuando distribuyan a 

personas físicas o residentes en el extranjero. Por lo tanto, esta 

Dictaminadora considera conveniente introducir al sistema del ISR de 

personas morales una segunda fase del gravamen en el momento de la 

distribución de dividendos o utilidades, cuando estos vengan de la Cuenta 

de Utilidad Fiscal Neta (CUFIN) y hayan pagado el impuesto referido en 

el artículo 10 de la iniciativa presentada por el Ejecutivo. 

Atendiendo a lo anterior, el quinto párrafo de la fracción I del artículo 164 establece lo 

siguiente: 

Las personas morales que distribuyan los dividendos o utilidades a que 

se refiere esta fracción deberán retener el impuesto que se obtenga de 

aplicar la tasa del 10% sobre dichos dividendos o utilidades, y 

proporcionar a las personas a quienes efectúen los pagos a que se 

refiere este párrafo constancia en que señale el monto del dividendo o 
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utilidad distribuidos y el impuesto retenido. El impuesto pagado tendrá el 

carácter de definitivo. 

En consecuencia, la sociedad que distribuya la utilidad o dividendo a sus socios o 

accionistas residentes en el extranjero, debe retener y enterar a la autoridad tributaria, 

atendiendo para estos efectos a lo establecido en el artículo 153 de la Ley de ISR, 

respecto del momento y tipo de cambio que le es aplicable; impuesto que también tiene el 

carácter de definitivo. 

En relación con la reforma al esquema de dividendos mencionada anteriormente, 

mediante la fracción XXX de las disposiciones transitorias de la Ley de ISR, se permite 

que por las utilidades generadas con anterioridad al ejercicio de 2014 no se pague este 

ISR adicional, para lo cual, las sociedades que sean residentes en México deberán 

separar la CUFIN al 31 de diciembre de 2013, de la que se generé a partir del ejercicio de 

2014. 

XXX. El impuesto adicional establecido en el segundo párrafo del artículo 

140, y las fracciones I y IV del artículo 164 de esta Ley, sólo será 

aplicable a las utilidades generadas a partir del ejercicio 2014 que sean 

distribuidas por la persona moral residente en México o establecimiento 

permanente. Para tal efecto, la persona moral o establecimiento 

permanente que realizará dicha distribución estará obligado a mantener 

la cuenta de utilidad fiscal neta con las utilidades generadas hasta el 31 

de diciembre de 2013 e iniciar otra cuenta de utilidad fiscal neta con las 

utilidades generadas a partir del 1o. de enero de 2014, en los términos 

del artículo 77 de esta Ley. Cuando las personas morales o 

establecimientos permanentes no lleven las dos cuentas referidas por 

separado o cuando éstas no identifiquen las utilidades mencionadas, se 

entenderá que las mismas fueron generadas a partir del año 2014. 

La CUFIN generada hasta el 31 de diciembre de 2013 sólo podrá ser adicionada con las 

utilidades que una sociedad residente en México perciba de otra sociedad que también 

sea residente en México, atendiendo a lo señalado en la regla 3.23.10. de la Resolución 

Miscelánea Fiscal vigente y será disminuida con las utilidades o dividendos distribuidos 

que provengan de dicha cuenta.  

Derivado de lo anterior, cuando una sociedad residente en territorio nacional distribuya 

utilidades o dividendos a sus accionistas residentes en el extranjero, y estos no 

provengan de CUFIN generada con anterioridad al 31 de diciembre de 2013 deberá 

retener y enterar el 10% sobre dichos dividendos de conformidad con la legislación 

vigente, sin embargo, es importante considerar que México tiene celebrados Convenios 

para evitar la doble imposición en materia de ISR (en adelante Convenios Tributarios) con 

diversos Estados, algunos de ellos miembros de la OCDE, los Estados Unidos de 

América, entre otros. 
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De conformidad con la interpretación que del artículo 133 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, los Convenios Internacionales, entre ellos los Tributarios, se 

colocan por debajo de la Constitución, pero por encima de las Leyes Federales 

Tributarias, criterio sostenido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

en la siguiente tesis: 

No. Registro: 192,867 
Tesis aislada 
Materia(s): Constitucional 
Novena Época 
Instancia: Pleno 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo: X, Noviembre de 1999 
Tesis: P. LXXVII/99 
Página: 46 
 TRATADOS INTERNACIONALES. SE UBICAN 
JERÁRQUICAMENTE POR ENCIMA DE LAS LEYES FEDERALES 
Y EN UN SEGUNDO PLANO RESPECTO DE LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL.  
 

Los tratados en vigor obligan a las partes que los firmaron y deben ser cumplidos por ellas 

de buena fe (pacta sunt servanda), contemplado en el artículo 26 de la Convención de 

Viena sobre el Derecho de los Tratados entre Estados y Organizaciones Internacionales o 

entre Organizaciones Internacionales; además el artículo 27 de dicha Convención 

establece que un Estado parte de un tratado no podrá invocar las disposiciones de 

derecho interno para incumplir el tratado mismo. 

Dada lo anterior, en los casos en que el Convenio específico contemple una limitante a la 

tasa impositiva contemplada en la legislación mexicana, prevalece lo dispuesto en el 

Convenio. 

A efectos de determinar si existe algún beneficio como una limitante a la tasa de ISR en 

cada caso específico es necesario verificar si existe Convenio Tributario con el país de 

residencia del beneficiario de los dividendos o utilidades distribuidos y en su caso lo 

estipulado en éste; a manera de ejemplo en este documento se presenta lo señalado en 

el Modelo Convenio de la OCDE. 

Este modelo convenio en su artículo 10 propone que los dividendos sean sometidos a 

imposición en el Estado donde resida el beneficiario de estos, sin embargo, en su 

segundo párrafo también establece la posibilidad de someterlos en el Estado de 

residencia de la sociedad que los distribuya, pero en los casos en que los perciba una 

sociedad que posea por lo menos el 25% del capital social de la sociedad que los 

distribuye, el impuesto no podrá exceder del 5% sobre el monto bruto de los dividendos, 

como sigue: 

2. Sin embargo, dichos dividendos pueden someterse también a 

imposición en el Estado Contratante en que resida la sociedad que paga 

los dividendos y según la legislación de ese Estado; pero, si el 
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beneficiario efectivo de los dividendos es un residente del otro Estado 

contratante, el impuesto así exigido no podrá exceder del: 

a) 5 por 100 del importe bruto de los dividendos si el beneficiario 

efectivo es una sociedad (excluidas las sociedades de personas) que 

posea directamente al menos el 25 por 100 del capital de la sociedad que 

paga los dividendos. 

b) 15 por 100 del importe bruto de los dividendos en los demás casos. 

Para estar en posibilidad de aplicar los beneficios contemplados en un Convenio 

Tributario, es necesario atender a lo dispuesto en la Ley de ISR en su artículo 4 que 

consiste en acreditar la residencia en el país de que se trate, cumplir los requisitos del 

propio Convenio, presentar la declaración informativa contemplada en el artículo 32-H del 

Código Fiscal de la Federación, o en su caso presentar el dictamen de estados 

financieros. 

Adicionalmente el segundo párrafo del artículo 4 de la Ley de ISR establece la posibilidad 

de que, en operaciones con partes relacionadas, las autoridades soliciten al residente en 

el extranjero acredite la existencia de una doble tributación jurídica, a través de una 

manifestación bajo protesta de decir verdad firmada por su representante legal, en la que 

se manifieste que por los ingresos respecto de los cuales se pretende aplicar los 

beneficios del Convenio Tributario también se encuentran gravados en su país de 

residencia, indicando las disposiciones jurídicas aplicables y la documentación que 

considere necesaria. 

No será necesario presentar la manifestación anterior, en el caso de dividendos cuando 

por la legislación del país que corresponde, contempla la aplicación del método de 

exención para evitar la doble tributación, conforme a la regla 3.1.5. de la Resolución 

Miscelánea vigente. 

Así las cosas, de existir un pago de dividendos o utilidades que no provengan de la 

CUFIN generada hasta el 31 de diciembre de 2013, a un residente en el extranjero es 

importante verificar lo siguiente: 

a) Si existe un Convenio Tributario con el país en donde sea residente fiscal el socio 

perceptor de los dividendos. 

b) Si contempla un beneficio respecto del impuesto causado por el residente en el 

extranjero, es decir, que limite la tasa de impuesto a un porcentaje menor al 10%. 

c) Si se cumple con el requisito establecido en el Convenio Tributario, por ejemplo, el 

porcentaje de tenencia accionaria requerido o ser el beneficiario efectivo. 

d) Cumplir con las formalidades establecidas en la Ley de ISR para la aplicación del 

Convenio. 
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Conclusiones 

Conforme al artículo 1º en su fracción III de la Ley de ISR las personas físicas o morales 

que obtengan ingresos de fuente de riqueza en territorio nacional están obligadas al pago 

de ISR, en el caso de dividendos o utilidades la fuente de riqueza se ubica en el país 

cuando la sociedad que los distribuya sea residente en éste. En este caso la sociedad que 

los distribuya deberá pagar el ISR que le corresponda, excepto cuando estos provengan 

de CUFIN. 

 Por otra parte, deberá retener a los socios o accionistas el 10% sobre el monto de las 

utilidades o dividendos distribuidos, cuando estos sean residentes en el extranjero, de no 

proceder dichas utilidades o dividendos de CUFIN generada hasta el 31 de diciembre de 

2013, o verificar si existe un Convenio Tributario que contemple un beneficio y cumplir los 

requisitos para aplicar dicho beneficio. 
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SOLICITUD DE DISMINUCION DE PAGOS PROVISIONALES DEL IMPUESTO 

SOBRE LA RENTA.                                                                                                                                                                                                                       

 C.P.C. Omar Mejía Arganda 
 

El presente artículo se elabora en alcance al artículo denominado Pagos provisionales de 

las Personas Morales en la ley del Impuesto Sobre la Renta,  elaborado por el C.P.C. 

José Guadalupe Rivera Corona y publicado en el Boletín de la Comisión Fiscal Regional 

Centro Occidente, correspondiente al mes de Febrero de 2016, en el cual se mencionan 

los marcos legales y las mecánicas de cálculo a observar para el correcto y oportuno 

cumplimiento de la obligación de efectuar pagos provisionales mensuales del Impuesto 

Sobre la Renta, por parte de las Personas Morales, a cuenta del impuesto del ejercicio por 

este mismo concepto. 

Un elemento a considerar en la determinación de estos pagos provisionales mensuales 

del Impuesto Sobre la Renta, es el de calcular un coeficiente de utilidad de conformidad a 

lo establecido con el artículo 14, fracción I, de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, con el 

cual se obtendrá la utilidad fiscal base para estos pagos provisional mensuales, 

coeficiente de utilidad calculado en base a la utilidad fiscal obtenida en el ejercicio 

inmediato anterior, o en su defecto, al de utilidades fiscales obtenidas hasta en cinco 

ejercicios fiscales anteriores al ejercicio fiscal en el que se calcula el coeficiente de utilidad 

para efectuar pagos provisionales mensuales, en este último caso, cuando en el ejercicio 

inmediato anterior las Personas Morales no hubiesen obtenido una utilidad fiscal.  

Como se puede percibir en lo comentado en el párrafo anterior, el procedimiento 

establecido en el artículo 14, fracción I, de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, considera 

que las utilidades fiscales obtenidas por las Personas Morales en ejercicios fiscales 

anteriores, son reflejo de su capacidad contributiva para efectuar los pagos provisionales 

mensuales del Impuesto Sobre la Renta, supuesto jurídico cuestionable ante la realidad 

económica de las Personas Morales al momento de cumplir con esta obligación 

contributiva mensual. 

En atención a esta realidad económica de las Personas Morales, en el propio artículo 14, 

párrafo séptimo, inciso b), de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, se establece la 

posibilidad de disminuir el monto de los pagos provisionales mensuales de Impuesto 

Sobre la Renta, esto cuando las Personas Morales estimen que el coeficiente de utilidad 

utilizado para efectuar estos pagos provisionales mensuales pueda ser superior al 

coeficiente de utilidad calculado para el ejercicio fiscal en que realizan los pagos, es decir, 

cuando se estime que la capacidad contributiva de las Personas Morales, estimación 

calculada de conformidad  al Título II de la Ley del Impuesto Sobre la Renta (Ingresos-

Deducciones Autorizadas-PTU-Perdidas Fiscales), muestre: 

1. Una utilidad fiscal estimada que determine un coeficiente de utilidad menor, o; 

 
2. Cuando el resultado estimado arroje una perdida fiscal. 
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Si de la estimativa realizada resultare cualquiera de los dos escenarios antes descritos, 

las Personas Morales podrán solicitar la autorización para disminuir el monto de los pagos 

provisionales de Impuesto Sobre la Renta, o, la autorización para no realizar estos pagos 

provisionales. 

Se acompaña un caso práctico, donde con detalle se analizan los supuestos que justifican 

ejercer la opción y solicitar la disminución de los pagos provisionales del Impuesto Sobre 

la Renta del ejercicio, así como las formalidades que deben observarse en la solicitud de 

disminución de pagos provisionales del ejercicio y el llenado del formato correspondiente.. 

 

Caso practico 

 

Planteamiento 

Empaques de Occidente, SA de CV, Persona Moral del régimen de tributación del Título 

II, de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, estableció dentro de su plan de egresos para el 

ejercicio de 2016, la realización de mantenimiento mayores a su maquinaria y equipo de 

empaque, tendientes a dejarlos en condiciones mecánicas similares a las que se 

encontraban al momento de su adquisición, mismos que realizara en el periodo 

comprendido entre los meses de Abril a Julio de 2016. 

Aunado a las erogaciones realizadas en estos mantenimientos mayores, se han venido 

subcontratando servicios de empaque a terceras personas, ya que en ciertas etapas de 

mantenimiento a equipos considerados como críticos, no ha sido posible realizar este 

proceso, por lo que las erogaciones en este periodo ya se han  incrementado de manera 

considerable respecto a las que normalmente realiza en sus actividades ordinarias. 

Por lo antes expuesto, resulta necesaria la realización de una estimativa de su resultado 

fiscal al final del ejercicio de 2016, para determinar la posibilidad de realizar una solicitud 

de disminución en los montos de los pagos provisionales del segundo semestre de 2016.   
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Datos 

Concepto Dato 

Coeficiente de utilidad determinado en 2014, aplicable en los 

pagos provisionales de Enero y Febrero de 2016 
0.2901 

Coeficiente de utilidad determinado en 2015, aplicable en los 

pagos provisionales de los meses de Marzo a Diciembre de 

2016 

0.3103 

Fecha de presentación de la declaración anual del ejercicio 

fiscal de 2015 
28/03/2016 

PTU pagada en Mayo de 2016  $      987,654  

PTU mensual a disminuir, de forma acumulada, a la utilidad 

fiscal base para los pagos provisionales de los meses de Mayo 

a Diciembre de 2016 

 $      123,457  

  

Los pagos provisionales del Impuesto Sobre la Renta efectivamente enterados durante el 

primer semestre de 2016, se realizaron como sigue: 

 

Concepto Enero Febrero Marzo Abril Mayo Junio 

        Ingresos por enajenaciones  1,236,647   1,227,090   1,217,532   1,288,859   1,155,763   1,187,532  

( + ) Intereses devengados a favor       14,567        13,871        14,691        14,010        14,781        14,098  

( + ) Ganancias Cambiarias         3,451          2,109          2,986          3,098          2,061          3,987  

( = ) Ingresos nominales del periodo  1,254,665   1,243,070   1,235,209   1,305,967   1,172,605   1,205,617  

       Ingresos nominales acumulados  1,254,665   2,497,735   3,732,944   5,038,911   6,211,516   7,417,133  

( x ) Coeficiente de Utilidad 0.2901 0.2901 0.3103 0.3103 0.3103 0.3103 

( = ) Utilidad Fiscal Base para Pago Provisional     363,978      724,593   1,158,332   1,563,574   1,927,433   2,301,536  

( - ) PTU Pagada en el ejercicio de 2016 Proporcional             123,457      246,914  

( - ) Perdidas Fiscales por Amortizar               -                  -                  -                  -                  -                  -    

( = ) Base para pago provisional     363,978      724,593   1,158,332   1,563,574   1,927,433   2,301,536  

( x ) Tasa de ISR 2016 30.00% 30.00% 30.00% 30.00% 30.00% 30.00% 

( = ) ISR del mes     109,194      217,378      347,500      469,072      578,230      690,461  

( - ) Pagos Provisionales Realizados con Anterioridad               -        109,121      217,236      347,284      468,787      577,870  

( - ) ISR Retenido por instituciones financieras              73             142             216             286             360             430  

( = ) Monto del pago provisional de ISR     109,121      108,115      130,048      121,502      109,084      112,160  
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Los ingresos, deducciones autorizadas y el resultado fiscal al mes de Junio de 2016, 

determinadas de conformidad a las Secciones y Capítulos del Título II de la Ley del 

Impuesto Sobre la Renta, fueron los siguientes:  

 

Impuesto Sobre la Renta 

Primer Semestre del Ejercicio fiscal 2016 

  Concepto Parcial  Importe  Observación 

  Ingresos acumulables:    7,836,036  Capítulo I, Titulo II de la LISR  

  Enajenaciones  7,313,423      

  Intereses devengados a favor       86,018      

  Ganancias cambiarias       17,692      

  Ajuste anual por inflación acumulable     418,903    Promedio de créditos y deudas Enero a Junio 

( - )  Deducciones autorizadas:    6,298,075    

  Costo de ventas  4,417,926    Sección III, Capítulo II, Titulo II de la LISR  

  Deducción de Inversiones     399,382    Sección II, Capítulo II, Titulo II de la LISR 

  Intereses devengados a cargo     112,874    Sección I, Capítulo II, Titulo II de la LISR 

  Otras deducciones (Mttos. Mayores)  1,367,893    Sección I, Capítulo II, Titulo II de la LISR 

( - )  PTU Pagada 2016       246,914  Pagada en Mayo, proporcional 2 meses 

( = )  Utilidad fiscal  Enero Junio 2016    1,291,047    

( - )  Pérdidas fiscales por amortizar                 -      

( = )  Resultado fiscal Enero Junio 2016    1,291,047    

( x ) Tasa del ISR   30%   

( = )  ISR Enero Junio 2016    387,314    

          

 

 

Coeficiente de utilidad primer semestre del ejercicio de 2016     

          

Utilidad fiscal            1,291,047  0.1740 Coeficiente de utilidad * 

Ingresos nominales (Ing. Acum. menos Ajuste A.I. Acum.)           7,417,133      

          

* Coeficiente de utilidad calculado hasta el diezmilésimo (Articulo 10 RLISR)       

 

Hasta este primer semestre de 2016, ya se puede percibir que el coeficiente de utilidad es 

menor al calculado para aplicarse en este ejercicio, en razón de las erogaciones ya 

realizadas por concepto de mantenimiento mayor. 
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En base a estos datos reales correspondientes al primer semestre de 2016, se procede a 

realizar la estimación del resultado fiscal de 2016. 

 

Estimativa del Impuesto Sobre la Renta 

Ejercicio fiscal 2016 

  Concepto    Importe  Observación 

  Ingresos acumulables estimados:   

    

15,608,245  Capítulo I, Titulo II de la LISR 

  Enajenaciones estimadas    14,523,150      

  Intereses devengados a favor estimados         176,671      

  Ganancias cambiarias estimadas           31,884      

  Ajuste anual por inflación acum. estimado         876,540  

 

Promedio de créditos y deudas estimadas 

( - )  Deducciones autorizadas estimadas:      11,529,197    

  Costo de ventas estimado      8,659,135    Sección III, Capítulo II, Titulo II de la LISR 

  Deducción de inversiones estimado         814,739    Sección II, Capítulo II, Titulo II de la LISR 

  Intereses devengados a cargo estimado         230,263    Sección I, Capítulo II, Titulo II de la LISR 

  Otras deducciones (Mttos. Mayores)      1,825,060    Sección I, Capítulo II, Titulo II de la LISR 

( - )  PTU pagada 2016           987,654  Pagada en Mayo de 2016 

( = )  Utilidad fiscal estimada 2016        3,091,393    

( - )  Pérdidas fiscales por amortizar                      -      

( = )  Resultado fiscal estimado 2016        3,091,393    

( x ) Tasa del ISR   30%   

( = )  ISR estimado del ejercicio fiscal de 2016           927,418    

          

 

En base a esta estimación del ejercicio fiscal de 2016, se procede a calcular el coeficiente 

de utilidad, el cual, como se puede percibir, resulta menor que el coeficiente de utilidad 

calculado de 2015 para aplicarse en este ejercicio. 

 

Coeficiente de utilidad que estimado por el ejercicio de 2016     

          

Utilidad fiscal estimada       3,091,393.50  0.2098 Coeficiente de utilidad * 

Ingresos nominales (Ing. Acum. menos Ajuste A.I. Acum.)     14,731,704.50      

          

* Coeficiente de utilidad calculado hasta el diezmilésimo (Articulo 10 RLISR)       
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Con el cálculo de este coeficiente de utilidad,  se procede a determinar los pagos 

provisionales mensuales por los cuales se solicitara su disminución en monto, en este 

caso, todos los correspondientes al segundo semestre, partiendo de los ya realizados en 

el primer semestre de 2016. 

 

Concepto Julio Agosto Septiembre Octubre Noviembre Diciembre 

        Ingresos por enajenaciones  1,196,542   1,184,390     1,164,983     1,203,875     1,220,962     1,238,975  

( + ) Intereses devengados a favor       15,001        15,126          15,067          15,176          15,098          15,185  

( + ) Ganancias Cambiarias         2,187          2,458            2,289            2,461            2,304            2,493  

( = ) Ingresos nominales del periodo  1,213,730   1,201,974     1,182,339     1,221,512     1,238,364     1,256,653  

       Ingresos nominales acumulados  8,630,863   9,832,837   11,015,176   12,236,688   13,475,052   14,731,705  

( x ) Coeficiente de Utilidad 0.2098 0.2098 0.2098 0.2098 0.2098 0.2098 

( = ) Utilidad Fiscal Base para Pago Provisional  1,810,755   2,062,929     2,310,984     2,567,257     2,827,066     3,090,712  

( - ) PTU Pagada en el ejercicio de 2016 Proporcional     370,370      493,827        617,284        740,741        864,197        987,654  

( - ) Perdidas Fiscales por Amortizar               -                  -                    -                    -                    -                    -    

( = ) Base para pago provisional  1,810,755   2,062,929     2,310,984     2,567,257     2,827,066     3,090,712  

( x ) Tasa de ISR 2016 30.00% 30.00% 30.00% 30.00% 30.00% 30.00% 

( = ) ISR del mes     543,226      618,879        693,295        770,177        848,120        927,213  

( - ) Pagos Provisionales Realizados con Anterioridad     690,031      690,031        690,031        692,639        769,445        847,312  

( - ) ISR Retenido por instituciones financieras            505             581               656               732               807               883  

( = ) Monto del pago provisional de ISR               -                  -              2,608          76,806          77,867          79,018  

              

 

Sobre estos montos de pagos provisionales determinados, se realizará la solicitud de 

autorización de disminución del monto de los pagos provisionales correspondientes al 

segundo semestre de 2016, utilizando para tal efecto, el formato 34 publicado en el anexo 

1 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2016. 

((http://www.sat.gob.mx/informacion_fiscal/normatividad/formas_fiscales/Documents/Forma34_230

516_RISAT.pdf ), que a continuación se describe el llenado de sus apartados. 

 

 

 

 

  

 

 

http://www.sat.gob.mx/informacion_fiscal/normatividad/formas_fiscales/Documents/Forma34_230516_RISAT.pdf
http://www.sat.gob.mx/informacion_fiscal/normatividad/formas_fiscales/Documents/Forma34_230516_RISAT.pdf


  

 

 27 

Apartado 1, RFC y Generales del Contribuyente. 

 

Apartado 2 Montos solicitados en autorización para pagar en el segundo 

semestre de 2016,  

Apartado 3 Información del coeficiente de utilidad aplicado a los pagos 

provisionales ya realizados. 

Apartado 4 Información del coeficiente de utilidad determinado con cifras de 

ingresos y deducciones acumuladas hasta el primer semestre, o, con cifras 

acumuladas hasta el mes inmediato anterior al que se solicite la autorización, 

siempre que la solicitud se realice por un mes posterior a Julio.   
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Apartado 6 Información de los ingresos y deducciones acumuladas al primer semestre 

del ejercicio por el que se solicita la autorización de disminución del monto de los pagos 

provisionales, para el caso de solicitudes de disminución para meses posteriores a Julio, 

la información de ingresos y deducciones acumuladas abarcara hasta el mes inmediato 

anterior al que se solicite la autorización.   

Resaltar que este formato no contempla el campo de deducciones relativo al Costo de 

Ventas, por lo que este dato se plasma en el campo COMPRAS NETAS DE 

MERCANCIAS, MATERIAS PRIMAS, PRODUCTOS TERMINADOS O 

SEMITERMINADOS. 

 

 

Apartado 8 Información de los datos estimados del Impuesto Sobre la Renta del ejercicio 

por el cual se solicita la autorización de disminución del monto de los  pagos 

provisionales, en el caso de la PTU pagada en 2016, por no ser una deducción autorizada 

y para efectos del llenado de este apartado, se suma a las deducciones autorizadas y se 

plasmó el campo DEDUCCIONES AUTORIZADAS ESTIMADAS. 
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Tramite de presentación 

De conformidad con el número de trámite 29/ISR Solicitud de autorización para disminuir 

pagos provisionales, contenido en el anexo 1A de la Resolución Miscelánea Fiscal para 

2016, en el trámite de presentación de esta solicitud de autorización se deberá observar: 

1. Presentar solicitud de autorización mediante formato 34 “Solicitud de Autorización 

para disminuir el monto de los pagos provisionales", debidamente llenado, en 

formato electrónico (escaneado .PDF) a través de buzón tributario. 

 
2. Escrito libre en el que se detallen las razones de la solicitud de autorización de 

disminución, en el que además se detallara: 

 
I. Papel de trabajo donde refleje el procedimiento de cálculo y que incluya los 

conceptos que se consideraron para determinar los pagos provisionales del 

ISR ya efectuados de enero al mes de junio, en su caso, o hasta el mes 

inmediato anterior a aquel por el que se solicite la disminución del monto 

del pago provisional. 

 
II. Si se realiza la aplicación de un acreditamiento, reducción, exención o 

estímulo fiscal en los pagos provisionales, también deberá reflejarlo en el 

papel de trabajo. 

 
III. El monto de la PTU pagadas en el ejercicio en el cual se solicita la 

disminución de pagos provisionales, correspondiente a las utilidades 

generadas. 
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IV. En el caso de pérdidas fiscales pendientes de aplicar se deberá manifestar 

su procedencia y aplicación.  

 
V. Señalar el ejercicio del cual proviene el coeficiente de utilidad utilizado para 

la determinación de los pagos provisionales efectuados. 

 
3. Se obtendrá un acuse de recibo y posterior resolución de autorización, 

requerimiento de documentación o información adicional u oficio de rechazo. 

 

Consideraciones finales 

La solicitud de autorización podrá presentarse solo por los pagos provisionales 

correspondientes al segundo semestre del ejercicio, es decir, por los pagos provisionales 

de los meses de Julio a Diciembre del ejercicio correspondiente. 

La solicitud de autorización se deberá presentar un mes antes de la fecha en la que se 

deba efectuar el entero del pago provisional que se solicite disminuir (Artículo 14 del 

RLISR), es decir, si se pretende solicitar la disminución del pago provisional del mes de 

Octubre de 2016, la solicitud deberá presentarse a más tardar el 17 de Octubre de 2016.  

Cuando sean varios los pagos provisionales cuya disminución se solicite, dicha solicitud 

se deberá presentar un mes antes de la fecha en la que se deba enterar el primero de 

ellos (Artículo 14 del RLISR), es decir, si se pretender solicitar la disminución de los pagos 

provisionales de todos los meses de la segunda mitad del semestre del ejercicio fiscal de 

2016, Julio a Diciembre, la solicitud deberá presentarse a más tardar el 18 de Julio de 

2016.  

Resaltar el hecho de que una vez autorizada la disminución del monto de los pagos 

provisionales, no se estará sustituyendo el coeficiente de utilidad aplicable al ejercicio por 

aquel determinado de forma estimada para conocer el monto disminuido de los pagos 

provisionales, por lo que el coeficiente de utilidad aplicable al ejercicio determinado 

conforme a lo establecido con el artículo 14, fracción I, de la Ley del Impuesto Sobre la 

Renta, seguirá teniendo sus efectos de acuerdo a este mismo articulado. 

Una vez transcurrido el ejercicio fiscal completo en el que se autorizó la 

disminución del monto de los pagos provisionales y se tenga determinado el 

resultado fiscal del mismo, se calculara el coeficiente de utilidad correspondiente, 

siempre que de este resultado fiscal se desprenda una utilidad fiscal, con el cual 

se deberán determinar nuevamente los pagos provisionales de los meses en los 

que se autorizó la disminución del monto de los pagos provisionales.  

Si de esta nueva determinación resultara que los pagos provisionales disminuidos 

ya enterados fueran menores, se deberán pagar actualizaciones y recargos por 

estas diferencias, de conformidad con los artículos 17-A y 21, primer párrafo del 
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Código Fiscal de la Federación, así como el artículo 15, fracción II de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta. 

 

Concepto Julio Agosto Septiembre Octubre Noviembre Diciembre 

Monto del pago provisional determinado con 
coeficiente obtenido del ejercicio en el que se 

autorizó la disminución 
              

-          3,459            7,986  83,451        83,908       87,542  

Monto del pago provisional disminuido autorizado  
              

-                  -              2,608  
        

76,806  
        

77,867  
        

79,018  

Diferencias  
              

-    
        

3,459            5,378  
          

6,645  
          

6,041  
          

8,524  

Actualización *   
             

59                 86  
               

84  
               

45  
               

26  

Recargos *   
           

278               370  
             

380  
             

275  
             

290  

Actualización y recargos a pagar 
              

-    
           

337               456  
             

464  
             

320  
             

316  

              

              

* Calculados desde el mes en que se enteró el pago disminuido y hasta el mes en que se realiza el entero de las actualizaciones y recargos   

 

Como se puede observar, solo se realiza el pago de las actualizaciones y recargos 

y no el pago de las diferencias entre los pagos provisionales, en razón de que 

estas diferencias ya fueron determinadas y manifestadas en la Declaración del 

Ejercicio de las Personas Morales, apartado Determinación del Pago de ISR 

Personas Morales.  
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OPERACIONES RELEVANTES EN COMERCIO EXTERIOR 
 

PUBLICACIONES RELEVANTES DEL MES DE JUNIO EN MATERIA DE 

COMERCIO EXTERIOR.         

 C.P.C. Ernesto Hernández Rodríguez 

 

CFDI DE EXPORTACION 

 

El pasado 22 de junio del presente año, el Servicio de Administración tributaria dio a 

conocer de manera anticipada en la página electrónica www.sat.gob.mx, la Resolución de 

Modificaciones a las Reglas Generales de Comercio Exterior para 2016, de esta 

publicación se resalta lo siguiente:  

 

Modificación a la Regla 3.1.35. Transmisión de información contenida en el CFDI:  

 

 Primer Párrafo: Se aclara que la obligación de declarar el CFDI en el pedimento clave A1, 

aplicará únicamente cuando las mercancías sean objeto de enajenación en términos 

del Art. 14 del CFF. 

 Segundo Párrafo: Se precisa que en el CDFI emitido conforme a los artículos 29 y 29-A del 

código, se deberán incorporar los datos contenidos en el complemento que al efecto 

publique el SAT en su Portal, en términos de la regla 2.7.22, de la RMF. 

 Tercer Párrafo: Se indica que la transmisión del Cove no será necesaria cuando en el CFDI 

de exportación se incorporen los datos del complemento de comercio exterior, excepto 

tratándose de pedimentos consolidados, a los que se refiere la regla 1.9.19. 

 

Entrada en vigor: la obligación señalada en la RGCE 3.1.35 y 3.1.36 (declarar y verificar el 

CDF en pedimentos clave A1 cuando las mercancías sean objeto de enajenación) entrará 

en vigor el 1 de julio del 2016, salvo lo dispuesto en el párrafo segundo 

(Complemento de comercio exterior) de la regla 3.1.15, lo cual entrará en vigor el 1 

de enero de 2017. 

     

http://www.sat.gob.mx/
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Aquellos contribuyentes que así lo deseen y cuenten con la información solicitada, podrán 

hacer uso de los complementos antes de la fecha señalada. 

 

Es importante resaltar que todas aquellas operaciones donde las mercancías no sean 

objeto de enajenación en términos del Art. 14 del Código Fiscal de la Federación, no 

estarán obligadas a asentar el folio CFDI en los pedimentos de exportación 

definitiva clave A1. 

 

EXPORTACIONES SIMPLIFICADAS PERSONAS FISICAS 

 

La Regla 3.7.2., de las Reglas Generales de Comercio Exterior para 2016, establece que 

las personas físicas que tributen en los términos del Título IV, Capítulo II, Sección II de la 

LISR, podrán optar por efectuar la importación o exportación de mercancías cuyo valor no 

exceda de 3,000 dólares o su equivalente en moneda nacional o extranjera mediante 

pedimento simplificado, señalándose en la Regla citada el procedimiento para su 

elaboración y presentación; en complemento a esta disposición, el Servicio de 

Administración Tributaria en fecha 07 de junio del presente año, mediante el Boletín 

número P041 establece que el Agente Aduanal o quienes extraigan mercancías del 

territorio nacional, deberán transmitir y presentar en documento electrónico o digital 

como anexo al pedimento la Constancia de situación fiscal, para comprobar que el 

exportador tributa en el RIF. Así mismo se señala que en el caso de operaciones de 

exportación, la Constancia que se presente debe ser emitida con no más de 24 horas 

anteriores a la fecha de pago del pedimento. 

 

PEDIMENTO UNICO 

 

En la primera modificación a las Reglas Generales de Comercio Exterior, una de los 

cambios más importantes se dio con la inclusión del Título 7, mismo que contiene la 

reglamentación del nuevo Esquema Integral de Certificación y el cual incluye la 

Certificación de Empresas en la modalidad de IVA e IEPS de conformidad con los 

artículos 28-A, primer párrafo de la LIVA y 15-A, primer párrafo de la LIEPS, en este título 

en el apartado de obligaciones se señala que las empresas que cuenten con este registro 

a partir del 20 de junio, cuando transfieran las mercancías importadas temporalmente a 

otras empresas con Programa IMMEX, a empresas de la industria automotriz terminal o 



  

 

 34 

manufacturera de vehículos de autotransporte, o a personas que cuenten con la 

autorización para destinar mercancías a Recinto Fiscalizado Estratégico, de conformidad 

con el artículo 112, primer párrafo, de la Ley, deberán realizar dicha transferencia a 

través de pedimento único que ampare las operaciones virtuales que se realicen, 

conforme a los lineamientos que al efecto emita la AGA, mismos que se darán a conocer 

en la página electrónica www.sat.gob.mx. 

 

La obligación anterior causo un gran desconcierto en el medio ya que por el hecho de que 

este procedimiento implica el que solo se elabore el pedimento de importación por parte 

de quien recibe la mercancía y en el caso de la parte exportadora no se genera 

documento alguno que ampare la exportación y por lo tanto se tendría la imposibilidad de 

cumplir con otras obligaciones relacionadas con el acreditamiento de la exportación entre 

otras el control de inventarios “Anexo 24” y el descargo del crédito en materia de IVA e 

IEPS mediante el Sistema de Control de Cuentas, Créditos y Garantías “Anexo 31”. 

 

A lo anterior, en fecha 29 de junio el Servicio de Administración Tributaria mediante el 

Boletín P047, se dio a conocer que la obligación de realizar la transferencia de 

mercancías mediante el “Pedimento Único”, no será exigible hasta nuevo aviso. 

 

Igualmente se aclara que las empresas que cuenten con la certificación en materia de IVA 

e IEPS de conformidad con la Reglas de Carácter General en Materia de Comercio 

Exterior para 2013 y 2014 y la Reglas Generales de Comercio Exterior para 2015 y 2016, 

anteriores a la entrada en vigor del Capítulo 7 de la Primera Resolución de Modificaciones 

a las Reglas Generales de Comercio Exterior para 2016, no se encuentran sujetas a dicha 

obligación. 

  

http://www.sat.gob.mx/
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JURISPRUDENCIAS Y TESIS RELEVANTES DE LOS TRIBUNALES.  

  LD Mtro.  Helgar Barajas García. 
 

(Del mes de junio al 8 de julio de 2016) 

 

CRITERIO MEDIANTE EL QUE LA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN RESUELVE SOBRE LA CONTABILIDAD ELECTRÓNICA, 
BUZÓN TRIBUTARIO Y REVISIÓN ELECTRÓNICA 
 
 
Desde el primero enero del 2014, fecha en que cobró vigencia la obligación fiscal formal 
conocida como contabilidad electrónica, han sido ampliamente comentados y analizados 
sus elementos a la luz de los derechos humanos protegidos por la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y por los Tratados Internacionales de los que México es 
parte. 
 
Derivado de lo anterior, numerosos contribuyentes optaron por promover demandas de 
amparo indirecto contra leyes, para lograr la desaplicación del artículo 28 fracciones III y 
IV del Código Fiscal de la Federación, que regula la contabilidad electrónica. 
 
En un primer momento, los Juzgados de Distrito que conocieron de dichas demandas, 
otorgaron el amparo y protección de la justicia federal a los quejosos, declarando 
inconstitucional la fracción IV del citado artículo 28, relativa al envío de la contabilidad 
electrónica, así como todos los artículos del Código Fiscal de la Federación con los que 
tiene relación directa, como lo son el artículo 17-K, que regula el buzón tributario, los 
artículos 42, fracción IX y 53-B, relativos a la Revisión electrónica, entre otros de su 
Reglamento y de la Resolución Miscelánea Fiscal. 
 
No obstante lo anterior, las autoridades responsables impugnaron la resolución que 
concedió el amparo mediante el recurso de revisión, dejando en manos de la Suprema 
Corte de la Justicia de la Nación el poder de decisión sobre la constitucionalidad o 
inconstitucionalidad de la contabilidad electrónica, el buzón tributario y la revisión 
electrónica; situación que por supuesto dejó a los contribuyentes y a la comunidad 
especializada en la materia fiscal a la expectativa. 
 
Finalmente, con fecha 6 de julio de 2016, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
emitió el Comunicado de Prensa  No. 126/2016, mediante el cual informó que, en lo 
general, la contabilidad electrónica, el buzón tributario y las revisiones electrónicas, son 
constitucionales. 
 
Desestimando los diversos argumentos expresados en la demanda tendientes a 
demostrar que dichas disposiciones legales son inconstitucionales, al indicar de manera 
medular que, éstas establecen un modelo de comunicación entre la autoridad hacendaria 
y los contribuyentes, compatible con el orden constitucional, mediante el empleo de 
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nuevas tecnologías en materia de comunicación e información, de manera que su 
regulación es clara, no produce ninguna afectación arbitraria y facilita el cumplimiento de 
sus obligaciones fiscales, agilizando los procesos de recaudación y comprobación. 
 
Por otra parte, se concede el amparo contra el Anexo 24 de la Resolución Miscelánea 
Fiscal de 2015 y contra la fracción IV del artículo 53-B del Código Fiscal de la Federación; 
violaciones fácilmente subsanables por la autoridad. 
 
Fallo que genera controversia respecto de la debida impartición de justicia en materia 
fiscal en el país. 
 
A continuación el contenido del comunicado de prensa. 
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“Comunicados de Prensa 
No. 126/2016 

Ciudad de México, a 6 de julio de 2016 
 
LA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE RESUELVE SOBRE 
BUZÓN 
TRIBUTARIO, CONTABILIDAD Y REVISIÓN ELECTRÓNICAS 
 
En sesión de seis de julio de dos mil dieciséis, la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación (SCJN) resolvió, de manera unánime, el amparo en 
revisión 1287/2015 concediendo la protección constitucional a la empresa quejosa 
en contra del anexo 24 de la Resolución Miscelánea Fiscal de dos mil quince y del 
artículo 53-B, fracción IV, segundo párrafo, del Código Fiscal de la Federación, 
vigente hasta el 31 de diciembre de 2015. 
 
El anexo referido, al establecer los lineamientos técnicos necesarios para la 
generación de archivos XML con los que se remitirá la información contable, viola 
los principios de legalidad y seguridad jurídica, ya que son formulados por un 
particular ajeno a la relación jurídico tributaria, los cuales incluso no se encuentran 
redactados en idioma español. 
 
Por lo que ve al segundo acto, la declaratoria de inconstitucionalidad se decidió 
porque el citado precepto legal, en cuanto establece que las cantidades 
determinadas en la preliquidación se harán efectivas a través del procedimiento 
administrativo de ejecución, viola el derecho fundamental de audiencia que 
consagra el artículo 14 constitucional, toda vez que esa propuesta no constituye un 
requerimiento formal de pago, cuya inobservancia dé lugar a su ejecución 
inmediata. 
 
Sin embargo, la Sala desestimó los diversos argumentos expresados en la 
demanda enderezados a demostrar que las disposiciones legales, reglamentarias 
y administrativas que regulan lo atinente al buzón tributario, así como a la 
contabilidad y la revisión electrónicas, son inconstitucionales. 
 
Sobre el particular, se determinó que las normas relativas establecen un modelo 
de comunicación entre la autoridad hacendaria y los contribuyentes, compatible 
con el orden constitucional, mediante el empleo de nuevas tecnologías en materia 
de comunicación e información, de manera que su regulación es clara, no produce 
ninguna afectación arbitraria y facilita el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, 
agilizando los procesos de recaudación y comprobación. 
 
Atento a ello, la actividad que despliega la autoridad hacendaria consistente en 
revisar la información y documentación que obra en su poder, remitida 
electrónicamente y relacionada con el cumplimiento de las disposiciones fiscales, 
no constituye un acto de molestia, en virtud de que tal proceder, por sí y hasta en 
tanto no le haga saber al interesado la existencia de alguna irregularidad, no 
restringe derecho alguno de los contribuyentes, antes bien, permite constatar su 
situación fiscal sin generar las consecuencias y afectaciones propias del ejercicio 
de otras facultades de comprobación, como lo son, la visita domiciliaria o la 
revisión de escritorio.” 
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CRITERIOS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA: 
 
1) 
VII-J-1aS-169 
 
FIRMA AUTÓGRAFA.- ANTE LA NEGATIVA DE LA PARTE ACTORA DE QUE EL 
ACTO NOTIFICADO OSTENTABA FIRMA AUTÓGRAFA, LA CARGA DE LA PRUEBA 
RECAE SOBRE LA AUTORIDAD DEMANDADA.- El artículo 38 fracción V, del Código 
Fiscal de la Federación establece que los actos administrativos que se deban notificar 
deben cumplir ciertos requisitos, entre ellos, ostentar la firma autógrafa del funcionario 
competente. Por otra parte, el diverso 68 del Código Fiscal de la Federación señala que 
las autoridades fiscales deberán probar los hechos que motiven los actos o resoluciones, 
cuando el afectado los niegue lisa y llanamente, a menos que la negativa implique la 
afirmación de otro hecho. En esos términos, si la parte actora niega lisa y llanamente que 
un acto administrativo le hubiere sido notificado con firma autógrafa de su emisor y la 
autoridad demandada pretende acreditar lo contrario, argumentando que en la cédula de 
notificación consta la leyenda de que se recibió original del oficio notificado, ello no 
desvirtúa la negativa de la parte actora, dado que si bien la constancia de notificación 
aduce que se entregó el original del acto administrativo a notificar, carece del 
señalamiento expreso de que dicho oficio contenía la firma autógrafa del funcionario que 
lo dictó; consecuentemente, el oficio notificado carece de autenticidad y validez. 
 
(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S1-12/2016) 
 
PRECEDENTES: 
 
VII-P-1aS-110 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 6017/10-07-03-2/1115/11-S1-02-03.- Resuelto 
por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión de 10 de noviembre de 2011, por unanimidad de 4 votos a 
favor.- Magistrada Ponente: Nora Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. María del 
Consuelo Hernández Márquez. 
__________________________________________________________________ 
 
2) 
VII-P-2aS-980 
 
IMPUESTO AL VALOR AGREGADO.- SUPUESTOS EN LOS QUE LOS ORGANISMOS 
PÚBLICOS DESCENTRALIZADOS ESTÁN SUJETOS A SU PAGO, POR LAS 
CONTRAPRESTACIONES QUE RECIBEN.- El impuesto al valor agregado es un 
impuesto indirecto, porque traslada el impuesto causado, a sujetos distintos del 
contribuyente, además de que grava manifestaciones indirectas de riqueza; asimismo, es 
un impuesto real, porque el hecho imponible atiende a manifestaciones objetivas de 
riqueza, prescindiendo de las circunstancias personales del contribuyente; por tanto, la 
calidad de sujeto pasivo del impuesto no está condicionada a la naturaleza de la persona, 
esto es, privada o pública, sino a los actos que realiza. En este contexto, en términos del 
segundo párrafo del artículo 3° de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, reformado el 
siete de junio de dos mil cinco y vigente en dos mil doce, se infiere que las 
contraprestaciones que reciben los organismos públicos descentralizados están sujetas al 
pago del impuesto al valor agregado, si los actos que las generan no dan lugar al pago de 
derechos o aprovechamientos. Es decir, las contraprestaciones que reciben los 
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organismos públicos descentralizados no están sujetas al pago del impuesto al valor 
agregado, si los actos que las generan dan lugar al pago de derechos o 
aprovechamientos. En consecuencia, aun cuando el contribuyente tenga el carácter de un 
organismo descentralizado del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, si las 
contraprestaciones que cobra, con motivo de las actividades que realiza, no tienen el 
carácter de derecho o aprovechamiento, sí está obligado al traslado y, posterior entero del 
impuesto al valor agregado. 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 579/15-13-01-8/1240/15-S2-07-04.- Resuelto por 
la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión de 10 de noviembre de 2015, por unanimidad de 5 votos a 
favor.- Magistrada Ponente: Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Juan Carlos 
Perea Rodríguez. 
(Tesis aprobada en sesión de 15 de marzo de 2016) 
 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año VI. No. 59. Junio 2016. p. 368 
__________________________________________________________________ 
 
3) 
VII-P-2aS-974 
 
LITIS ABIERTA EN MATERIA FISCAL.- SU EVOLUCIÓN LEGISLATIVA Y 
JURISPRUDENCIAL.- A efecto de la aplicación de dicho principio debe tenerse en cuenta 
que en primer término la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
sostuvo, en las jurisprudencias 2a./J. 11/93, 2a./J. 20/93, que este Tribunal no estaba 
obligado a estudiar los argumentos en los cuales se reiteraran cuestiones ya analizadas 
en el recurso administrativo o se plantearan temas no expuestos en este. Por tal motivo, 
en la reforma publicada el 15 de diciembre de 1995 se introdujo, en los artículos 197 y 
237 del Código Fiscal de la Federación, el principio de litis abierta, en cuyo proceso 
legislativo se expuso lo siguiente: "Una reforma importante en el terreno de la 
simplificación, será permitir que en el juicio puedan hacerse valer conceptos de 
impugnación no planteados en el recurso que previamente se haya interpuesto ante la 
propia autoridad fiscal. Con frecuencia los recursos administrativos están provistos de 
formalidades que dificultan el acceso a ellos y, cuando el contribuyente no tiene el debido 
asesoramiento legal, hace valer agravios insuficientes. Esta reforma se complementa con 
la previsión de que el tribunal fiscal se pronunciará sobre la legalidad de la resolución 
recurrida, en la parte que no satisfizo el interés jurídico del demandante." De ahí que se 
emitió la jurisprudencia 2a./J. 43/96 en el sentido de que el particular tiene interés jurídico 
para interponer el juicio contencioso administrativo si, en el recurso administrativo, se 
revoca para efectos el acto combatido en la sede administrativa. Además en la 
jurisprudencia 2a./J. 32/2003, se estableció precisamente que la litis abierta permite al 
particular plantear argumentos novedosos o reiterativos. Posteriormente, en la 
jurisprudencia 2a./J. 27/2008 se indicó que la litis abierta no opera si el recurso 
administrativo fue desechado o sobreseído, dado que primero debe demostrarse la 
ilegalidad del pronunciamiento correspondiente, lo cual fue retomado en el último párrafo 
del artículo 1° de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. Así, en las 
jurisprudencias 2a./J. 69/2001, 2a./J. 94/2002 y 2a./J. 47/2003 se sostuvo que el principio 
de litis abierta también aplicaba a pruebas no ofrecidas en el procedimiento 
administrativo. Empero, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
modificó dicho criterio, en la jurisprudencia 2a./J. 73/2013 (10a.), para establecer que ese 
principio no implica una nueva oportunidad para ofrecer las pruebas que debieron 
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exhibirse en la sede administrativo. Finalmente, debe indicarse que los artículos 46 y 50 
del Código Fiscal de la Federación, reformados por el decreto publicado el 1 de octubre 
de 2007, establecen que la autoridad podrá ejercer nuevamente sus facultades de 
comprobación si se sustenta en documentación aportada en los medios de defensa y que 
no hubiera sido exhibida en la fiscalización. Así, el Ejecutivo, en la iniciativa de ley, indicó 
lo siguiente: "se propone establecer que la información o documentación que no sea 
exhibida oportunamente no podrá ser valorada en un medio de defensa posterior al 
ejercicio de facultades de comprobación." Sin embargo, el legislador dictaminó lo 
siguiente: "esta Dictaminadora no juzga procedente limitar el ofrecimiento de pruebas en 
los medios de defensa que promuevan los contribuyentes, pero sí que, cuando en dichos 
medios ofrezcan documentación que no exhibieron durante la visita domiciliaria, se 
permita a las autoridades fiscales realizar una nueva visita domiciliaria y, en su caso. [...] 
siendo conveniente aclarar que con ello no se pretende que las autoridades fiscales 
puedan ejercer sus facultades de comprobación en relación con hechos que son materia 
de un juicio que se encuentra pendiente de resolución o que hubieran sido materia de 
sentencia pronunciada por algún órgano jurisdiccional, sino que solamente se analice la 
información que fue proporcionada por los contribuyentes y que no había sido exhibida a 
las autoridades fiscales." Como colofón también deberá tenerse en cuenta que esos 
textos normativos fueron reiterados en el artículo 53-C del Código Fiscal de la Federación, 
el cual fue adicionado por el decreto publicado el 9 de diciembre de 2013.  
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 12418/10-17-04-1/1206/12-S2-07-04.- Resuelto 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión de 15 de octubre de 2015, por unanimidad de 5 votos a favor.- 
Magistrada Ponente: Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Juan Carlos Perea 
Rodríguez. 
(Tesis aprobada en sesión de 1 de diciembre de 2015) 
 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año VI. No. 59. Junio 2016. p. 312 
__________________________________________________________________ 
 
4) 
VII-P-2aS-976 
 
PRUEBA PERICIAL CONTABLE.- REGLAS PARA SU VALORACIÓN.- Del artículo 46, 
fracción III, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo con relación a 
los artículos 143 y 144 del Código Federal de Procedimientos Civiles, y en la Norma de 
Información Financiera A-1 se infiere que dicha prueba es la opinión técnica con relación 
a los registros de las operaciones que afectan económicamente a una entidad y que 
produce sistemática y estructuradamente información financiera. De ahí que la valoración 
de los dictámenes queda a la prudente apreciación del Órgano Jurisdiccional conforme a 
la sana crítica: reglas científicas, lógicas y a las máximas de la experiencia. Por tal motivo, 
y en términos de los criterios emitidos por el Poder Judicial de la Federación, al valorarse 
los dictámenes deberá tenerse en cuenta los aspectos siguientes: 1) No pueden referirse 
a cuestiones de derecho que corresponden exclusivamente al Juzgador, pues deben 
limitarse a los aspectos contables en controversia; 2) Deben limitarse al ámbito de las 
preguntas del cuestionario, razón por la cual no deberá considerarse ninguna opinión que 
lo desborde; 3) Deben confrontarse las respuestas de todos los peritos, y razonar por qué 
alguna o ninguna de ellas crean o no convicción al Juzgador, por ende no es válido 
resolver solo con la transcripción -digitalización- y valoración del dictamen del perito 
tercero; 4) Deberá otorgárseles eficacia probatoria solo si están fundamentados 
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técnicamente, es decir, si explican y justifican sus conclusiones en la tesitura de la sana 
crítica, de lo contrario se estará en presencia de un dictamen dogmático o basado en 
meras apreciaciones subjetivas; 5) El dictamen del perito tercero en discordia no tiene por 
objeto dirimir el diferendo de opinión de los peritos de la actora y la demandada, esto es, 
su función no es señalar los errores o aciertos de los dictámenes, ni indicar qué perito 
tiene la razón, pero, su coincidencia de sus conclusiones con las alcanzadas por alguno 
de los peritos de las partes sí es relevante para reforzar y confirmar la eficacia probatoria 
del dictamen del perito correspondiente. 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 12418/10-17-04-1/1206/12-S2-07-04.- Resuelto 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión de 15 de octubre de 2015, por unanimidad de 5 votos a favor.- 
Magistrada Ponente: Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Juan Carlos Perea 
Rodríguez. 
(Tesis aprobada en sesión de 1 de diciembre de 2015) 
 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año VI. No. 59. Junio 2016. p.316 
__________________________________________________________________ 
 
5) 
VII-P-SS-351 
 
RÉGIMEN DE INCORPORACIÓN FISCAL. EL ARTÍCULO 111 DE LA LEY DEL 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 11 DE DICIEMBRE DE 2013, ESTABLECE TRES SUPUESTOS 
PARA TRIBUTAR BAJO DICHO RÉGIMEN.- Del artículo 111 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de diciembre de 2013, 
se desprende que existen diversos supuestos bajo los cuales, los contribuyentes 
personas físicas se encuentran en aptitud de tributar en los términos del Régimen de 
Incorporación Fiscal, a saber: a) tratándose de contribuyentes que realicen únicamente 
actividades empresariales, enajenen bienes o presten servicios por los que no se requiera 
para su realización título profesional, siempre que los ingresos propios de su actividad 
obtenidos en el ejercicio inmediato anterior, no hubieran excedido de la cantidad de dos 
millones de pesos (primer párrafo); b) tratándose de contribuyentes que inicien alguna de 
las actividades señaladas en el inciso anterior, y estimen que sus ingresos del ejercicio no 
excederán del límite de dos millones de pesos (segundo párrafo); y c) tratándose de 
contribuyentes que realicen actividades empresariales mediante copropiedad, siempre 
que la suma de los ingresos de todos los copropietarios por las actividades empresariales 
que realicen a través de la copropiedad, sin deducción alguna, no excedan en el ejercicio 
inmediato anterior de la cantidad de dos millones de pesos, y que el ingreso que en lo 
individual le corresponda a cada copropietario por dicha copropiedad, sin deducción 
alguna, adicionado de los ingresos derivados de ventas de activos fijos propios de su 
actividad empresarial del mismo copropietario, en el ejercicio inmediato anterior, no 
hubieran excedido del multicitado monto (tercer párrafo). En tal virtud, la opción del 
contribuyente persona física para adherirse a los derechos y obligaciones que rigen el 
Régimen de Incorporación Fiscal, queda supeditada a que acredite encontrarse en alguno 
de los supuestos referidos en líneas pretéritas, y no actualice alguna causa de excepción 
de las contempladas en el cuarto párrafo del artículo 111 aludido. 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 573/15-20-01-7/1989/15-PL-02-04.- Resuelto por 
el Pleno de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
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sesión de 3 de febrero de 2016, por unanimidad de 10 votos a favor.- Magistrada 
Ponente: Nora Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. Diana Patricia Jiménez García. 
(Tesis aprobada en sesión de 13 de abril de 2016) 
 
EN EL MISMO SENTIDO: 
 
VII-P-SS-352 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 498/15-20-01-6/69/16-PL-07-04.- Resuelto por el 
Pleno de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 6 de abril de 2016, por unanimidad de 9 votos a favor.- Magistrada Ponente: 
Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Juan Carlos Perea Rodríguez. 
(Tesis aprobada en sesión de 13 de abril de 2016) 
 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año VI. No. 59. Junio 2016. p. 160 
__________________________________________________________________ 
 
 
CRITERIOS DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN: 
 
6) 
Época: Décima Época  
Registro: 2011799  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 03 de junio de 2016 10:03 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.E.150 A (10a.)  
 
ACTOS ADMINISTRATIVOS DE CARÁCTER GENERAL. CONFORME A LA LEY 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO, SU EFICACIA ESTÁ 
CONDICIONADA A SU PUBLICACIÓN EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN Y 
NO A LA NOTIFICACIÓN PERSONAL A SUS DESTINATARIOS. 
 
Del artículo 9, primer párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo se 
advierte que la eficacia y exigibilidad de los actos administrativos válidos se encuentran 
condicionadas a su legal notificación al destinatario, sin distinguir expresamente entre los 
de efectos generales o individuales; sin embargo, en su segundo acápite introduce una 
hipótesis de excepción, consistente en que la legal notificación de los actos 
administrativos válidos no determinará su eficacia, si dichas actuaciones se refieren a: a) 
el otorgamiento de "un beneficio al particular"; o, b) actos de inspección, investigación o 
vigilancia. Así, la nota distintiva de estos casos, que involucran el otorgamiento de un 
beneficio o la realización de actos de verificación, es que se dirigen a sujetos 
individualmente determinados, en tanto que la expresión "al particular" empleada en su 
redacción, denota un solo sujeto y no una generalidad, de lo cual se colige que dicho 
precepto se refiere a actos administrativos de efectos individuales o particularizados. Por 
su parte, el artículo 4 del mismo ordenamiento contiene una disposición complementaria, 
en el sentido de que la publicación en el Diario Oficial de la Federación será la condición 
para que los actos administrativos de carácter general, como los reglamentos, decretos, 
acuerdos, normas oficiales mexicanas, circulares y formatos, lineamientos, criterios, 
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metodologías, instructivos, directivas, reglas, manuales, disposiciones que establecen 
obligaciones específicas en materia de competencia, y cualquier otro tipo de actos de 
naturaleza análoga, produzcan efectos jurídicos. Por tanto, la eficacia de estos últimos 
está condicionada a su publicación en el Diario Oficial de la Federación y no a la 
notificación personal a sus destinatarios. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y 
TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y 
JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
 
Amparo en revisión 9/2015. Teléfonos de México, S.A.B. de C.V. y otra. 10 de marzo de 
2016. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Mario 
Jiménez Jiménez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 03 de junio de 2016 a las 10:03 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
__________________________________________________________________ 
 
7) 
Época: Décima Época  
Registro: 2011910  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 17 de junio de 2016 10:17 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: IV.2o.A.122 A (10a.)  
 
CERTIFICADO DE SELLOS DIGITALES PARA LA EXPEDICIÓN DE COMPROBANTES 
FISCALES. ES IMPROCEDENTE CONCEDER LA SUSPENSIÓN EN EL AMPARO 
INDIRECTO PARA QUE AQUÉL SE REACTIVE SI SE DEJÓ SIN EFECTOS POR 
ACTUALIZARSE ALGUNA DE LAS HIPÓTESIS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 17-H, 
FRACCIÓN X, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 
 
Si la Ley de Amparo en vigor, en sus artículos 128 y 138, determina que para resolver 
sobre la procedencia de la suspensión del acto reclamado debe verificarse la apariencia 
del buen derecho y la no afectación al orden público y al interés social, y la valoración de 
ambos aspectos no es desvinculada, sino concomitante, pues deben ponderarse con 
base en la apreciación de todos los elementos con que se cuente para la determinación 
más objetiva posible, tanto del buen derecho invocado como de la naturaleza del acto, 
también con la premisa de evitar que el otorgamiento de la suspensión esté basado en 
una pretensión infundada y temeraria que afecte al interés social; se considera que si en 
el juicio de amparo indirecto el acto reclamado consiste en que las responsables dejaron 
sin efectos un certificado de sellos digitales para la expedición de comprobantes fiscales, 
por haberse actualizado alguno de los supuestos previstos en el artículo 17-H, fracción X, 
del Código Fiscal de la Federación, aun cuando el quejoso solicite que la suspensión se 
otorgue para el efecto de que aquél se reactive porque, de no hacerlo, se le causaría un 
perjuicio de difícil reparación, al estar impedido para continuar con las actividades 
mercantiles necesarias para su subsistencia en un contexto en que, por un lado niega 
desconocer con certeza las razones de la cancelación pero, por otro, existen elementos 
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en la demanda o sus anexos que permiten advertir que el fundamento del acto es la 
porción normativa aludida, debe considerarse que otorgar la medida cautelar con el efecto 
pretendido, sería contrario al orden público y al interés social y, por tanto debe negarse, 
pues dado su fundamento, el acto se origina en el ejercicio de las facultades de 
fiscalización o la realización de actos en detrimento de dichas facultades o los intereses 
fiscales y su rehabilitación trascendería al correcto desarrollo de éstas, y si se toma en 
cuenta que el uso correcto y adecuado de cadenas digitales en los comprobantes fiscales 
garantiza su origen, autenticidad y unicidad, tanto para los contribuyentes que realizan 
operaciones entre sí, como para las autoridades fiscales, a las que se facilita la detección, 
rastreo y verificación de operaciones facturables y la eliminación de operaciones ficticias, 
para hacer más eficientes el control fiscal y la recaudación de ingresos para el gasto 
público, es plausible que, en el mismo contexto, efectuada la ponderación entre la 
apariencia del buen derecho y la no afectación al interés social, la pretendida 
rehabilitación o reactivación del certificado puede impactar esos propósitos de orden 
público; afectación cuya evitación, por su impacto en intereses colectivos, se considera de 
mayor trascendencia que las que se ocasionarían individualmente al quejoso, en tanto se 
resuelve el juicio. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO. 
 
Queja 30/2016. Administrador Desconcentrado Jurídico de Nuevo León "1" de la 
Administración General Jurídica del Servicio de Administración Tributaria, órgano 
desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en representación de la 
propia Administración Desconcentrada Jurídica y de las Administraciones 
Desconcentradas del Servicio al Contribuyente de Auditoría Fiscal y de Recaudación de 
Nuevo León "1". 25 de febrero de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos 
Rodríguez Navarro. Secretario: Eucario Adame Pérez. 
 
Queja 42/2016. Administrador Desconcentrado Jurídico de Nuevo León "1" de la 
Administración General Jurídica del Servicio de Administración Tributaria, órgano 
desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en representación de la 
Administración Desconcentrada Auditoría Fiscal de Nuevo León "1". 3 de marzo de 2016. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. Secretaria: Griselda 
Tejada Vielma. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
__________________________________________________________________ 
 
8) 
Época: Décima Época  
Registro: 2012020  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de julio de 2016 10:05 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.2o.C.22 C (10a.)  
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CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS PROFESIONALES. EL PAGO 
CONSTITUYE LA CORRESPONDENCIA AL SERVICIO PRESTADO. 
 
De lo dispuesto en los artículos 2606, 2610 y 2614 del Código Civil para el Distrito 
Federal, se puede conceptuar al contrato de prestación de servicios profesionales como 
aquel por el que una persona llamada profesionista, se obliga a prestar determinados 
servicios que requieren una preparación técnica o un título profesional, a otra persona 
llamada cliente, quien por su parte se obliga a pagar una determinada retribución llamada 
honorarios. Por su naturaleza, el contrato de prestación de servicios profesionales es 
consensual, no requiere de una formalidad especial, sino que las partes pueden acordar 
libremente sus términos y condiciones; es de carácter principal porque no depende de 
otro; es bilateral porque una parte se obliga a prestar un servicio de tipo profesional, 
artístico, científico o técnico y la otra a remunerar mediante el pago de honorarios; es 
oneroso, ya que los provechos o gravámenes son recíprocos; es de tracto sucesivo, pues 
por regla general, las obligaciones se van cumpliendo a través del tiempo; 
excepcionalmente es de ejecución instantánea. Por ello, cuando no hay pacto expreso 
sobre el tiempo de cumplimiento de las obligaciones, debe atenderse a la naturaleza sui 
géneris del contrato, el cual conforme a las características anotadas, no es de resultado, 
salvo que se pacte entre las partes, razón por la cual, de acuerdo al principio ontológico 
de la prueba, que parte de la premisa de que lo ordinario se presume, pues se presenta 
por sí mismo como un elemento de prueba que se apoya en la experiencia común, y lo 
extraordinario se prueba, se concluye que por su naturaleza, en este tipo de contratos, lo 
ordinario es que el pago de honorarios se efectúe hasta el final, pues por cuestión natural, 
la satisfacción de la obligación principal a cargo del profesional, es la que hace surgir para 
su contraparte el correlativo deber de pago. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 28/2016. Eva Gabriela Reyes Flores. 27 de mayo de 2016. Unanimidad de 
votos. Ponente: Alejandro Villagómez Gordillo. Secretaria: Nélida Calvillo Mancilla. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de julio de 2016 a las 10:05 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
__________________________________________________________________ 
 
9) 
Época: Décima Época  
Registro: 2012089  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 08 de julio de 2016 10:15 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: I.9o.A.28 A (10a.)  
 
PRINCIPIO DE MORALIDAD ADMINISTRATIVA. SU AXIOLOGÍA CONSTITUCIONAL 
IMPIDE INTERPRETAR LAS NORMAS JURÍDICAS FUERA DE LOS CONTENIDOS 
MATERIALES PLASMADOS EN LOS PRINCIPIOS Y DERECHOS FUNDAMENTALES. 
 
La moralidad administrativa es el conjunto de principios, valores y virtudes fundamentales 
aceptados por la generalidad de los individuos, que deben informar permanentemente las 
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actuaciones del Estado, a través de sus organismos y agentes, con el fin de lograr la 
convivencia de sus miembros, libre, digna y respetuosa, así como la realización de sus 
asociados tanto en el plano individual como en su ser o dimensión social. En ese campo, 
existen conductas no sólo generalmente aceptadas como inmorales, sino ilegales y hasta 
penalmente sancionadas. Así, la moralidad administrativa presenta dos niveles 
normativos; en el primero, como principio de la función administrativa, debe entenderse 
como aquel parámetro de conducta ética de los servidores públicos y particulares que 
ejercen dicha función, consistente en una obligación axiológica y deontológica del 
comportamiento funcional, según los postulados de la honradez, pulcritud, rectitud, buena 
fe, primacía del interés general y honestidad. En un segundo nivel, como derecho 
colectivo supone, en un aspecto negativo, la abstinencia de ciertas conductas o, en 
términos positivos, la realización material de un determinado acto o hecho acorde con el 
orden constitucional. Por otra parte, la moralidad administrativa se rige, entre otros, por el 
principio axiológico de la Constitución, que significa que las normas jurídicas no pueden 
interpretarse fuera de los contenidos materiales plasmados en los principios y derechos 
fundamentales; de ahí que implique para todos los servidores públicos el deber de actuar 
con honestidad, responsabilidad, ética, profesionalismo, siempre con respeto al interés 
público, a la primacía del interés general y a las normas sobre obligaciones, 
incompatibilidades y prohibiciones. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 57/2016. Juan Enrique Mejía Rojo. 14 de abril de 2016. Unanimidad de 
votos. Ponente: Sergio Urzúa Hernández. Secretaria: Elizabeth Trejo Galán. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de julio de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
__________________________________________________________________ 
 
10) 
Época: Décima Época  
Registro: 2012080  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 08 de julio de 2016 10:15 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: XVII.2o.P.A.17 A (10a.)  
 
DETERMINACIÓN DEL VALOR EN ADUANA DE LA MERCANCÍA MATERIA DE UN 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. REQUISITOS QUE DEBE SATISFACER LA 
RESOLUCIÓN RELATIVA EMITIDA CON BASE EN INFORMACIÓN OBTENIDA DE 
UNA CONSULTA A INTERNET, A EFECTO DE RESPETAR EL DERECHO A LA 
SEGURIDAD JURÍDICA DEL PARTICULAR. 
 
La información generada o comunicada por medio del sistema mundial de diseminación y 
obtención de datos denominado "Internet", constituye un adelanto tecnológico que cada 
día forma parte de la práctica jurídica y es aceptado acudir a ese medio para obtener 
información y fundamentar una resolución, por lo que los datos consultados vía "Internet" 
pueden utilizarse por la autoridad aduanera para determinar el valor en aduana de la 
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mercancía materia de un procedimiento administrativo; sin embargo, como dicha 
información no es permanente ni estática, sino efímera y cambiante, lo que inclusive 
imposibilita su ulterior consulta, a efecto de respetar el derecho a la seguridad jurídica del 
particular y no dejarlo en estado de indefensión, si la autoridad mencionada decide 
realizar una consulta de información contenida en "Internet" y seleccionar la comprendida 
en una página web para los efectos señalados, debe indicar la dirección electrónica de 
donde la obtuvo y la fecha en que llevó a cabo la consulta respectiva, además de imprimir 
y certificar el contenido de aquélla para demostrar que, al menos en la fecha en que 
afirma que hizo la consulta, existían en "Internet" los elementos que le sirvieron de base 
para valorar la mercancía materia del procedimiento administrativo. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL 
DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 421/2015. Juan Manuel Delgado Cardoza. 14 de abril de 2016. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Octavio Rodarte lbarra. Secretaria: Diana Elizabeth 
Gutiérrez Espinoza. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de julio de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación 

__________________________________________________________________ 
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PRODECON INFORMA.  
       CPC  Sergio Cázares Santiago.   Delegado PRODECON Nayarit 

 

Subprocuraduría de Asesoría y Defensa del Contribuyente 

Representación Leal gratuita 

 PRODECON apoya a una contribuyente a solicitar la prescripción de varios 

créditos fiscales determinados a su padre fallecido y la liberación de un bien 

inmueble de su propiedad que le fuera embargado por la autoridad. 

 PRODECON logra que le devuelvan al arrendatario de una casa habitación, los 

bienes muebles que le fueron embargados, al no ser el deudor del crédito fiscal 

que exigía la autoridad. 

 PRODECON logra la devolución de mercancía embargada indebidamente a un 

contribuyente, sin que éste pague el crédito fiscal que exigía la autoridad. 

 

Subprocuraduría de Protección de los Derechos de los Contribuyentes 

Quejas y Reclamaciones 

 PRODECON logra a través del procedimiento de Queja que el INFONAVIT 

revoque créditos fiscales originados por un factor de descuento superior al 

establecido en la ley para los trabajadores que cotizan con el salario mínimo. 

 Mediante el procedimiento de Queja, PROOECON logra la reactivación del buzón 

tributario de un contribuyente. 

 PRODECON logra que la autoridad aduanera autorice a un contribuyente el retiro 

de sus mercancías de un recinto fiscalizado sin pagar pos el almacenaje de las 

mismas durante el tiempo en que la autoridad las tuvo retenidas. 

 PRODECON, a través del procedimiento de Queja, gestiona con éxito la 

reincorporación de una empresa al Padrón de Importadores. 

 

Subprocuraduría de Análisis Sistémico y Estudio Normativos 

Problemáticas comunes a sectores de contribuyentes de medicación a prácticas 

administrativas y disposiciones fiscales. 

 PRODECON, sugirió al SAT la emisión de una regla general de comercio exterior 

que establezca la posibilidad para que las personas que pretendan adquirir 

vehículos usados de procedencia extranjera, verifiquen que los datos asentados 

en el pedimento son los mismos que aquellos con los que cuenta la autoridad en el 

sistema electrónico aduanero, a fin de que los adquirentes tengan la certeza 

jurídica de que fueron importados legalmente. 
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 PRODECON emitió Análisis Sistémico 5/2016, en el que sugirió al Instituto 

Mexicano del Seguro Social lo siguiente 

 Derivado de una Reunión Periódica celebrada entre PRODECON y autoridades 

del SAT, se logró la definición de cuatro acciones que la autoridad fiscal llevará a 

cabo al verificar el cumplimiento de obligaciones en materia de expedición de 

comprobantes fiscales digitales, así como en la imposición de las sanciones 

respectivas. 

 Derivado de una Reunión Periódica celebrada entre PRODECON y autoridades 

del 1NFONAVIT, se logró que el Instituto proceda con la depuración de su Portal 

Empresarial, para efectos de que no aparezca indebidamente en él, cuentas por 

cobrar respecto de créditos fiscales no determinados o que ya hayan sido 

aclarados. 

 

Subprocuraduría General 

Acuerdo Conclusivos y Criterios de la Procuraduría 

 PRODECON es testigo de la suscripción de un Acuerdo Conclusivo en el cual la 

contribuyente accede a la facilidad de pago en parcialidades respecto al adeudo 

reconocido, no obstante se trataban de contribuciones retenidas, en aplicación a lo 

dispuesto en regla 2.17.1 de la resolución miscelánea fiscal para 2016. 

 PRODECON es testigo de la suscripción de un Acuerdo Conclusivo en el cual la 

autoridad revisora reconoce que la contribuyente no tuvo operaciones en el 

ejercicio auditado, concluyendo de manera anticipada el procedimiento de 

fiscalización. 
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Subprocuraduría de Asesoría y Defensa del Contribuyente 
 

(Representación Legal Gratuita) 

PRODECON apoya a una contribuyente a solicitar la prescripción de varios créditos 

fiscales determinados a su padre fallecido y la liberación de un bien inmueble de su 

propiedad que le fuera embargado por la autoridad. 

Al tratar de vender un inmueble de su propiedad en el año 2014, la notaría que estaba 

realizando las gestiones correspondientes le informó a la contribuyente que la autoridad 

fiscal realizó en el 2003 un embargo sobre el referido inmueble, entregándole un 

documento denominado “Anotación de embargo por orden de autoridad administrativa. 

El embargo fue consecuencia de que la contribuyente aceptó ser responsable solidaria de 

los créditos fiscales determinados a cargo de su padre que había fallecido. A través del 

servicio gratuito de Asesoría, el Ombudsman fiscal auxilió a la interesada a solicitar a la 

autoridad fiscal la prescripción de los diversos adeudos fiscales determinados a su padre, 

logrando su cancelación y, en consecuencia, la liberación del inmueble asegurado. 

 

PRODECON logra que le devuelvan al arrendatario de una casa habitación, los 

bienes muebles que le fueron embargados, al no ser el deudor del crédito fiscal que 

exigía la autoridad. 

A través de su servicio de Representación Legal, PRODECON ayudó a una persona que 

rentaba una casa, pues el SAT embargó sus muebles, electrodomésticos y otros bienes a 

pesar de que no tenía adeudo alguno con el fisco. La autoridad adujo que, dado que ese 

domicilio correspondía al domicilio fiscal del deudor, ahí se tenían que llevar a cabo los 

actos de cobro. El contribuyente informó a la autoridad que no tenía ningún adeudo con el 

SAT, que no tenía relación alguna con el deudor, que rentaba esa casa desde hace 

tiempo y que los bienes que estaban en el inmueble eran de su propiedad; asimismo, 

exhibió el contrato de arrendamiento y algunos comprobantes de compra de sus bienes. 

No obstante ello, la autoridad estimó que esos documentos no eran suficientes para 

detener la diligencia de cobro y procedió al embargo y extracción de los bienes muebles 

del domicilio. 

Apoyado por PRODECON, el contribuyente interpuso juicio de nulidad y el Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa emitió sentencia en la que resolvió que con el 

contrato de arrendamiento se acreditaba que el afectado tenía la posesión del inmueble 

en donde se llevaron a cabo los actos de cobro y, por lo tanto, le asistía la presunción de 

ser propietario de todos los bienes ubicados en el domicilio que rentaba. Así, el embargo 

efectuado se reconoció como ilegal y se ordenó la devolución inmediata de los bienes. 
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PRODECON, logra la devolución de mercancía embargada indebidamente a un 

contribuyente, sin que éste pague el crédito fiscal que exigía la autoridad. 

La Secretaría de Finanzas de la Ciudad de México inició un procedimiento para verificar 

que la mercancía en posesión de un contribuyente se encontraba legalmente en el país. 

Al momento de la diligencia, el pagador de impuestos no pudo acreditar la legal estancia 

delos bienes en su poder, por lo que la autoridad los embargó de manera precautoria. No 

obstante ello, dentro del plazo que la ley concede para exhibir pruebas en este tipo de 

procedimientos, el contribuyente acreditó con documentación idónea que, en específico, 

una máquina esencial para el desarrollo de su actividad sí cumplía con los requisitos 

fiscales y aduaneros respectivos; sin embargo, la autoridad resolvió que para devolver 

esa máquina, el contribuyente primero debía pagar un crédito fiscal superior a los 96 mil 

pesos correspondiente a los demás bienes embargados, respecto de los cuales no se 

demostró su legal estancia. 

El contribuyente acudió a PRODECON y, una vez analizado el caso, se interpuso un juicio 

de nulidad cuya sentencia favorable determinó que era ilegal que la autoridad 

condicionara la devolución de la máquina cuya legal estancia se acreditó al pago previo 

del crédito fiscal referido, ordenando la devolución inmediata del bien sin que pudiera 

efectuarse condicionamiento alguno. 
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Subprocuraduría de Protección de los Derechos de los Contribuyentes 
 

(Quejas y Reclamaciones) 

PRODECON, logra a través del procedimiento de Queja que el INFONAVIT revoque 

créditos fiscales originados par un factor de descuento superior al establecido en la 

ley para los trabajadores que cotizan con el salario mínimo. 

El Instituto, contraviniendo lo establecido en los artículos 97, fracción III, de la Ley Federal 

del Trabajo y 47 del Reglamento de inscripción, Pago de Aportaciones y Entero de 

Descuentos al INFONAVIT, determinó diversos créditos fiscales a un contribuyente por 

considerar que el factor de descuento aplicable a uno de sus trabajadores debía ser 

superior, sin considerar que éste cotizaba con el salario mínimo. Derivado del 

procedimiento de Queja, se logró que el órgano fiscal autónomo revocara los créditos 

fiscales y rectificara el factor de descuento del trabajador, toda vez que se demostró que 

el patrón no estaba obligado a retener más del 20% del salario. 

Mediante el procedimiento de Queja, PRODECON logra la reactivación del buzón 

tributario de un contribuyente. 

Un contribuyente acudió a PRODECON porque el SAT inhabilitó el acceso a su buzón 

tributario, no obstante la suspensión otorgada en un juicio de amparo promovido por el 

particular tenía como único efecto que se le relevara de la obligación de ingresar 

mensualmente su información contable a través de la página del SAT. Con motivo de las 

gestiones efectuadas por este Organismo, la autoridad fiscal habilitó dicho buzón en un 

término especialmente breve, lo que permitió al contribuyente presentar solicitudes, 

desahogar requerimientos e interponer recursos, entre otros trámites. 

 

PRODECON logra que la autoridad aduanera autorice a un contribuyente el retiro de 

sus mercancías de un recinto fiscalizado sin pagar por el almacenaje de las mismas 

durante el tiempo en que la autoridad las tuvo retenidas. 

Un contribuyente acudió en Queja ante esta Procuraduría en virtud de que la autoridad 

aduanera no había dado respuesta a su solicitud de autorización para realizar el 

despacho aduanero de mercancías; lo anterior, bajo el argumento de que existía 

incertidumbre respecto del legítimo propietario de las mismas, ya que previo a la solicitud 

del contribuyente, una persona diversa había generado un pedimento para importar los 

mismos bienes, pero a través de una factura distinta. Derivado de las gestiones realizadas 

por e5ta Procuraduría, la autoridad aduanera tuvo por aclarada esa presunta irregularidad 

y puso a disposición del quejoso la mercancía en comento, a fin de que pudiera llevar a 

cabo el despacho aduanero de la misma, eximiéndolo del pago de los gastos de 

almacenaje respectivo atento a que las causas por las que la mercancía no pudo ser 
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retirada del recinto fiscalizado no fueron atribuibles al contribuyente, en términos de lo 

dispuesto en el artículo 1 5, fracción IV, de la Ley Aduanera. 

 

PRODECON, a través del procedimiento de Queja, gestiona con éxito la 

reincorporación de una empresa al Padrón de Importadores. 

Una empresa dedicada a la importación de mercancía compareció ante PRODECON 

debido a que el SAI la suspendió del Padrón de Importadores tras haber detectado que 

una persona que se ostentaba como su apoderado legal, también lo era de otra empresa 

que se encontraba suspendida del referido padrón. Derivado de las acciones de 

investigación que esta Procuraduría llevó a cabo en el procedimiento de Queja, se logró 

demostrar que el instrumento notarial que vinculaba al contribuyente con el supuesto 

apoderado legal señalado por la autoridad era falso y, por tanto, dicha persona no tenía 

relación alguna con el contribuyente y mucho menos tenía el carácter de su representante 

legal. Así, una vez demostrada dicha circunstancia, la autoridad fiscal reincorporó en 

tiempo breve al contribuyente al Padrón de Importadores. 
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Subprocuraduría de Análisis Sistémico Estudios Normativos 
 

(Problemáticas comunes a sectores de contribuyentes y propuestos de modificar a 

prácticas administrativas y disposiciones fiscales). 

PRODECON sugirió al SAT la emisión de una regla general de comercio exterior que 

establezca la posibilidad para que las personas que pretendan adquirir vehículos 

usados de procedencia extranjera, verifiquen que los datos asentados en el 

pedimento son los mismos que aquellos con los que cuenta la autoridad en el 

sistema electrónico aduanero, a fin de que los adquirentes tengan la certeza jurídica 

de que fueron importados legalmente. 

Esta Procuraduría emitió el Análisis Sistémico 6/2016, en el que sugirió al SAT que a 

efecto de otorgar seguridad y certeza jurídica a los adquirentes de vehículos usados de 

procedencia extranjera, se emitiera una regla general de comercio exterior que les 

otorgue la posibilidad de acercarse a la autoridad para validar que la información 

contenida en los pedimentos de importación es la misma que la transmitida al sistema 

electrónico aduanero. 

Asimismo, sugirió realizar en conjunto con este Ombudsman fiscal una campaña de 

difusión y orientación, en la cual se les informe a las personas que pretendan adquirir 

vehículos usados de procedencia extranjera, que deben exigir que el vendedor les 

entregue el pedimento y verificar que los datos asentados en dicho documento son los 

mismos con los que cuenta la autoridad en el sistema electrónico aduanero, dándoles a 

conocer las sanciones a las que pueden hacerse acreedores por no acreditar la legal 

estancia del vehículo en el país. 

 

PRODECON emitió Análisis Sistémico 5/2016, en el que sugirió al Instituto Mexicano 

del Seguro Social lo siguiente: 

Emitir lineamientos, criterios o normatividad interna en la que instruya a sus unidades 

administrativas competentes para que concluyan el procedimiento establecido en el 

artículo 171 del Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, 

Clasificación de Empresas, Recaudación y Fiscalización (revisión secuencial) en el plazo 

de seis meses, en términos de lo establecido en el artículo 52A del Código Fiscal de la 

Federación. 

Lo anterior, en virtud de que las disposiciones de la materia no establecen un plazo para 

concluir el procedimiento de revisión secuencial por parte del IMSS, resultando aplicable 

de manera supletoria lo dispuesto en el citado artículo 52A del Código Fiscal de la 

Federación; con lo cual, a consideración de este Ornbudsman fiscal, se otorga seguridad 

y certeza jurídica a los patrones. 
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Derivado de una Reunión Periódica celebrada entre PRODECON y autoridades del 

SAT, se logró la definición de cuatro acciones que la autoridad fiscal llevará a cabo 

al verificar el cumplimiento de obligaciones en materia de expedición de 

comprobantes fiscales digitales, así como en la imposición de las sanciones 

respectivas. 

Este Ombudsman fiscal, en aras de proteger los derechos de los contribuyentes, al 

advertir los criterios que el SAI estaba aplicando al comprobar el cumplimiento de 

obligaciones en materia de expedición de Comprobantes Fiscales Digitales por Internet 

(CFDI’s) y en la imposición de sanciones derivadas de dicha revisión, a efecto de estar en 

posibilidad de analizarlos conjuntamente, convocó la celebración de una reunión periódica 

con dicha autoridad tributaria. 

En dicha reunión, el SAT se comprometió a que sus funcionarios, al verificar el 

cumplimiento de obligaciones en materia de expedición de CFDI’s, observen lo siguiente: 

1. No será considerada como conducta sancionable, el hecho de que el contribuyente 

recabe los datos fiscales del cliente directamente en el establecimiento al momento en 

que se realice la operación y le proporcione al cliente una página electrónica donde 

posteriormente puede descargar el comprobante fiscal tanto en formato XML como en 

PDF. 

2. A efecto de que la sanción por la no expedición, no entrega o no poner a disposición de 

los clientes los CFDI’s sea determinada por el SAT, es necesario que las actas estén 

debidamente circunstanciadas y que además, se señale que el comprobante fue solicitado 

por un cliente. 

3. No será considerada como conducta sancionable el no contar con la firma electrónica 

vigente, en tanto el certificado de sello digital continúe en vigor. 

4, Tratándose de contribuyentes que elaboren un CFDI diario, semanal, mensual o 

bimestral, donde consten los importes de las operaciones realizadas con el público en 

general, la autoridad fiscal únicamente podrá solicitar el CFDI global respecto de periodos 

anteriores al día de la visita y de acuerdo a la opción de elaboración elegida por el 

pagador de impuestos. 

 

Derivado de una Reunión Periódica celebrada entre PRODECON y autoridades del 

INFONAVIT se logró que el Instituto proceda con la depuración de su Portal 

Empresarial, para efectos de que no aparezca indebidamente en él, cuentas por 

cobrar respecto de créditos fiscales no determinados o que ya hayan sido 

aclarados. 
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El 12 de febrero de 2016, PRODECON y el INFONAVIT celebraron una reunión periódica 

derivada de la inquietud de algunos grupos organizados de contribuyentes al advertir que 

la autoridad fiscal inicia Procedimientos Administrativos de Ejecución sin que previamente 

se hubieran determinado créditos fiscales, o sin que éstos se hubieran notificado 

formalmente. Además, se notó que dichos adeudos aparecen en la base de datos del 

INFONAVII viéndose los contribuyentes obligados a solicitar una aclaración o incluso a 

pagarlos. Asimismo, se observó que en los sistemas electrónicos institucionales del 

INFONAVIT se avistan créditos fiscales que ya fueron pagados o aclarados a través del 

portal que el propio Instituto pone a disposición de los contribuyentes para tales efectos, o 

incluso, respecto de los cuales ya operó la prescripción. 

El INFONAVIT informó la implementación del Programa de Contingencia a efecto de que 

las supuestas cuentas por cobrar de aquellos contribuyentes que hayan aclarado sus 

créditos fiscales, no sigan visualizándose en el Portal Empresarial del Instituto. Para lo 

anterior, será necesario presentar la constancia que acredite que en su momento, los 

créditos fiscales fueron efectivamente aclarados. 

De igual manera el órgano fiscal autónomo asumió el compromiso de emitir e implementar 

un procedimiento interno que permita determinar de manera transparente la procedencia 

de la depuración de créditos fiscales. 

PRODECON dará seguimiento a lo acordado con el INFONAVIT en beneficio de los 

pagadores de impuestos y para el adecuado cumplimiento de sus obligaciones fiscales. 
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Subprocuraduría General 
 

(Acuerdos Conclusivos y criterios de la Procuraduría) 

PRODECON es testigo de la suscripción de un Acuerdo Conclusivo en el cual la 

contribuyente accede a la facilidad de pago en parcialidades respecto al adeudo 

reconocido, no obstante se trataban de contribuciones retenidas, en aplicación a lo 

dispuesto en regla 2.171 de la resolución miscelánea fiscal para 2016. 

En el procedimiento de auditoría, la fiscalizadora detectó que la contribuyente fue omisa 

en enterar cantidades correspondientes a retenciones de Impuesto sobre la Renta. 

Durante el procedimiento de Acuerdo Conclusivo la contribuyente auditada reconoció esa 

omisión; sin embargo, alegando problemas de liquidez, la empresa expresó que resultaba 

complicado el entero de los importes correspondientes en una sola exhibición, por lo que 

en una mesa de trabajo convocada por PRODECON, con presencia tanto de la autoridad 

fiscalizadora, como de la recaudadora, se convino en que la contribuyente podía optar por 

regularizar su situación fiscal a través de la facilidad de pago en parcialidades prevista en 

los artículos 66 y 66-A del Código Fiscal de la Federación, en relación con la regla 2.1 7.1 

cuyo rubro señala “Solicitud de pago a plazos de las Contribuciones retenidas de acuerdo 

con el criterio 26/CFF/N” de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2016, publicada el día 

23 de diciembre de 2015 en el Diario Oficial de la Federación. En consecuencia, una vez 

presentada la solicitud de pago en parcialidades y autorizada por la Administración de 

Recaudación correspondiente, se suscribió Acuerdo Conclusivo. 

 

PRODECON es testigo de la suscripción de un Acuerdo Conclusivo en el cual la 

autoridad revisora reconoce que el contribuyente no tuvo operaciones en el 

ejercicio auditado, concluyendo de manera anticipada el procedimiento de 

fiscalización. 

 

Se trata de un procedimiento de fiscalización dirigido a un contribuyente que inició 

operaciones en el ejercicio sujeto a revisión. 

El sujeto auditado, previo a que se levantara la última acta parcial en la auditoría, ingresó 

su solicitud de Acuerdo Conclusivo en la que medularmente propuso que con base en los 

registros contables y documentación exhibida en el procedimiento oficioso, la Autoridad 

Revisora reconociera que efectivamente durante dicho ejercicio no efectuó operaciones 

que hayan podido entrañar incumplimiento de las disposiciones fiscales; esta propuesta 
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fue aceptada por la Autoridad Revisora, concluyéndose así de manera anticipada la 

auditoría. 

 

Criterio Normativo 3/2016/CTN/CN 

(Aprobado 4ta. Sesión Ordinaria 3/06/2016). 

Las pruebas que se ofrezcan en el Procedimiento de Acuerdo Conclusivo deberán 
relacionarse expresamente con lo que se pretenda probar; en el caso de que el solicitante 
no cumpla con tal requisito, se procederá en términos del artículo 99 de los Lineamientos 
que regulan el ejercicio de las atribuciones sustantivas de la Procuraduría de la Defensa 
del Contribuyente, emitiendo el requerimiento correspondiente. 

Criterio Jurisdiccional 28/2016 

(Aprobado 4ta. Sesión Ordinaria 3/06/2016). 

IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS. LOS AGENTES 
AUTORIZADOS DE PRONÓSTICOS PARA LA ASISTENCIA PÚBLICA NO SON 
SUJETOS DE DICHO TRIBUTO. De acuerdo con los artículos 1, 2 y 3 del Reglamento de 
Agentes de Pronósticos para la Asistencia Pública son agentes autorizados las personas 
físicas o morales que hayan celebrado un contrato de comisión mercantil con el citado 
organismo, cuya función consiste en captar las ventas de las participaciones, productos o 
servicios que Pronósticos para la Asistencia Pública ofrece al público en general. En este 
sentido, el Órgano Jurisdiccional consideró que los requerimientos de obligaciones que se 
fundan en el artículo 5 de la Ley del Impuesto Especial Sobre Producción y Servicios, son 
ilegales por solicitar obligaciones a las cuales los citados agentes no se encuentra 
sujetos, ya que se trata de terceros que sólo enajenan la participación en concursos, 
sorteos, productos o servicios que realizará la citada Institución; por ende, al no ser 
contribuyentes que realicen directamente los juegos con apuestas y sorteos a que se 
refiere el inciso B) de la fracción II del artículo 2 de la referida Ley, también las multas que 
derivan de dichos requerimientos son ilegales. 

Juicio Contencioso Administrativo en la vía sumaria. Sala Regional de Tabasco del 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 2016. - Sentencia firme. 
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Programa Paisano 

Estimado Paisano, atendiendo a tus necesidades de información al visitar México, la 
Procuraduría de la Defensa del Contribuyente (PRODECON), te proporciona los 
siguientes puntos importantes que debes conocer para garantizar que tu estancia en el 
país no presente contratiempos. 

Lo primero que debes saber, es que el personal que se encuentra en la aduana, tiene la 
obligación de atenderte con respeto, orientarte y asistirte para resolver cualquier duda o 
problema que tengas al ingresar o salir de México. 

 
El Programa Paisano opera todos los días del año; sin embargo hay tres períodos en 
los que se te otorgan mayores beneficios cuando visitas México, siendo uno de ellos, el 
aumento en el monto del límite de lo que puedes traer en mercancía al país sin pagar 
impuestos (franquicia), adicional al equipaje personal que traigas contigo. 

 
Los tres periodos (temporada vacacional) que te comentamos para el ejercicio 2016, son 
los siguientes: 

 Semana Santa: 11 de marzo al 11 de abril de 2016. 
 Verano: 12 de junio al 17 de agosto de 2016. 
 Invierno: 01 de noviembre de 2016 al 08 de enero de 2017. 

Como pasajero te informamos que tienes derecho a ingresar a México tu equipaje 
personal, libre del pago de los impuestos al comercio exterior.  

Algunos de los objetos que son considerados como equipaje personal, son:  

 Bienes de uso personal, tales como ropa, calzado y productos de aseo y de 
belleza, siempre que sean acordes a la duración del viaje, artículos para bebés 
tales como silla, cuna portátil, carriola, andadera, entre otros, incluidos sus 
accesorios. 

 Dos cámaras fotográficas o de videograbación; material fotográfico; tres equipos 
portátiles de telefonía celular o de las otras redes inalámbricas; un equipo de 
cómputo portátil de los denominados laptop, notebook, omnibook o similares. 

 Un aparato portátil para el grabado o reproducción del sonido o mixto; o dos de 
grabación o reproducción de imagen y sonido digital y un reproductor portátil de 
dvd; un equipo de bocinas portátiles, y sus accesorios. 

 Cinco juguetes, incluidos los de colección, y una consola de videojuegos, así como 
cinco videojuegos. 

 Velices, petacas, baúles y maletas o cualquier otro artículo necesario para el 
traslado del equipaje. 

 Un binocular y un telescopio. 
 Dos instrumentos musicales y sus accesorios. 
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 Los pasajeros mayores de 18 años, un máximo de 10 cajetillas de cigarros, 25 
puros o 200 gramos de tabaco; hasta tres litros de bebidas alcohólicas y seis litros 
de vino. 

 Los adultos mayores y las personas con discapacidad, los artículos que por sus 
características suplan o disminuyan sus limitaciones, tales como andaderas, sillas 
de ruedas, muletas, bastones, entre otros. 

 Hasta tres mascotas o animales de compañía, tales como gatos, perros, canarios, 
hámsteres, así como los accesorios que requieran para su traslado y aseo, 
siempre que presente ante el personal de la aduana el certificado zoosanitario 
para su importación. 

✔ Franquicia: (Monto en dólares de objetos que puedes ingresar a México sin el pago de 

impuestos). 

Durante la temporada vacacional que te informamos al inicio, también se pueden importar 
mercancías libres del pago de impuestos al comercio exterior siempre que se respeten 
los montos siguientes: 

 

La franquicia a la que tiene derecho cada integrante de la familia que visita México, 
puede acumularse si viajan juntos en el mismo medio de transporte. 
El valor de las mercancías se puede demostrar con facturas o comprobantes de venta; ya 
que de no contar con éstos, el personal de la aduana podrá determinar el valor de la 
mercancía. 
Es importante que sepas que con la franquicia no se pueden introducir al país: 

 Bebidas alcohólicas. 
 Tabacos labrados. 
 Combustible automotriz, salvo el que se contenga en el tanque de combustible de 

tu vehículo. 

✔ Tu paso por las aduanas: 

Si llegas por avión, barco o autobús:  

   a)  Dirígete al punto de inspección de la aduana. 

   b) Si el valor de tu mercancía excede el monto autorizado de la franquicia, debes pagar 
el impuesto por la importación realizada a la tasa global de 16% sobre el valor total de la 
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mercancía excedente, por medio del formato llamado “Pago de Contribuciones al 
Comercio Exterior (excedente de franquicia)”. 

   c) Paga el impuesto correspondiente en los módulos o sucursales bancarias 
autorizadas, ya sea en efectivo o con tarjeta de crédito o débito. 

   d) Llena y entrega al personal de la aduana la Declaración de Aduana para pasajeros 
procedentes del extranjero. 

   e) La Declaración de Aduanas es el formato que personal de la tripulación en el avión, 
barco o autobús, debe entregarte como pasajero proveniente del extranjero al llegar a tu 
destino para que declares y pagues los impuestos por la importación que vas a efectuar. 

   f) Activa el semáforo fiscal. 

Si llegas por vía terrestre: 

Si viajas a México en tu vehículo, debes seleccionar alguno de los siguientes carriles: 

 Autodeclaración: Se elige cuando traes mercancía adicional a tu equipaje 
personal y esta excede el monto de la franquicia (para el pago del impuesto 
correspondiente se realizará el mismo procedimiento que el apartado anterior). 

 Nada que declarar: Se elige cuando sólo traes tu equipaje y tu franquicia se 
encuentra dentro de los límites autorizados. 

✔ Vehículos 

Es muy importante tener en cuenta que el vehículo en el que viajas deberá tener un 
permiso para que puedas ingresar a México, el cual será únicamente con carácter 
temporal por un periodo máximo de 6 meses. 

Cómo obtener el permiso de importación temporal del vehículo a tiempo. 

Puedes hacerlo: 

 En línea, en http://www.banjercito.com.mx/ de 10 y hasta 60 días naturales antes 
de tu viaje. 

 En un Consulado de México en Estados Unidos, hasta 6 meses antes de tu viaje. 

 Si no tienes oportunidad de hacerlo o si viajas de improviso, puedes tramitarlo 
cuando vayas a ingresar al país. 

Debes firmar una carta con el compromiso para regresar el vehículo a su lugar de origen 
dentro del plazo autorizado; considerando que el tiempo que se encuentre dentro del 
territorio nacional, éste no puede ser usado con fines comerciales (transporte público o de 
mudanza o flete), ni tampoco puede venderse ni regalarse. 

Preguntas y respuestas en el Programa paisano, más frecuentes: 

1.- ¿Qué tipo de mercancías están sujetas al pago de impuestos al comercio exterior? 

http://www.banjercito.com.mx/
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Respuesta: Cualquier tipo de mercancía distinta a las que integran el equipaje del 
pasajero y cuyo valor rebase el monto de la franquicia (500 dólares o su equivalente en 
moneda nacional, en período vacacional). Por el excedente se deberá pagar una tasa 
global del 16%, sin intervención de un agente aduanal. 

2.- ¿La mercancía por cuya importación se pagará el impuesto al comercio exterior debe 
cumplir con algún requisito? 

Respuesta: El valor de las mercancías, excluyendo la franquicia, no deberá exceder de 
3,000 dólares o su equivalente en moneda nacional. Tratándose de equipo de cómputo, 
su valor sumado al de las demás mercancías no deberá exceder de 4,000 dólares o su 
equivalente en moneda nacional, no debiendo estar sujeta al cumplimiento de 
regulaciones y restricciones no arancelarias; ser de fácil identificación, es decir, que no se 
requiera un análisis físico o químico para conocer su composición. 

3.- ¿Son deducibles o acreditables las mercancías importadas por un pasajero? 

Respuesta: No podrán deducirse ni acreditarse para efectos fiscales, además de que no 
darán lugar a devoluciones ni pago de lo indebido y no exime del cumplimiento de las 
disposiciones que regulan y gravan la entrada de mercancía al territorio nacional, ni de las 
infracciones y sanciones que correspondan por su incumplimiento. 

4.- ¿Qué pasa si como pasajero no declaras la mercancía que importas y que es distinta a 
la que integra tu equipaje? 

Respuesta: Cuando traigas contigo mercancía distinta de tu equipaje que no hayas 
declarado y además esté sujeta al cumplimiento de regulaciones y restricciones no 
arancelarias y no cumplas con ellas, podrás declarar el abandono de las mismas, una vez 
cubierta la multa correspondiente. Si te negaras al abandono de éstas, las autoridades 
aduaneras podrán dar inicio al Procedimiento Administrativo en Materia Aduanera 
(PAMA). 

5.- Como pasajero, ¿puedes importar temporalmente cualquier tipo de vehículo? 

Respuesta: No, existe restricción para aquellos vehículos reportados como robados, 
siniestrados, restringidos o prohibidos para su circulación en los Estados Unidos de 
América o Canadá. 

Si tienes alguna duda, favor de dirigirte a: atencionalcontribuyente@prodecon.gob.mx, 
llama sin costo al 01800 611 0190; o bien, a la Delegación de la PRODECON más 
cercana. 
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INDICADORES DE JULIO 2016 
 

JULIO DIA TC 
DÓLAR 

AMERICANO  

 TIIIE 28 
DIAS  

 UDIS 

1 18.4646 4.1138 5.415289 

2     5.415371 

3     5.415453 

4 18.3090 4.5600 5.415535 

5 18.3858 4.5605 5.415617 

6 18.7536 4.5715 5.415699 

7 18.8161 4.5775 5.415781 

8 18.8607 4.5821 5.415863 

9     5.415945 

10     5.416027 

11   4.5760 5.416057 

12     5.416088 

13     5.416118 

14     5.416148 

15     5.416179 

16     5.416209 

17     5.416240 

18     5.416270 

19     5.416300 

20     5.416331 

21     5.416361 

22     5.416391 

23     5.416422 

24     5.416452 

25     5.416482 

26       

27       

28       

29       

30       

31       
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OTROS ÍNDICADORES 

CONCEPTO INDICE 

ÍNDICE NACIONAL DE PRECIOS AL 
CONSUMIDOR JUNIO 2016 

118.901 

ÍNDICE NACIONAL DE PRECIOS AL 
CONSUMIDOR MAYO 2016 

118.770 

COSTO PORCENTUAL PROMEDIO 
DE CAPTACIÓN JUNIO 2016 

2.57% 

RECARGOS POR MES 1.13% 

PRÓRROGA POR MES 0.75% 0.75% 

SALARIO MÍNIMO DIARIO 2016 
ÁREA GEOGRÁFICA ÚNICA 

73.04 

 

 

TABLAS Y TARIFAS 

Tarifa aplicable durante 2016, para el cálculo de los pagos provisionales mensuales. 

Límite inferior Límite superior Cuota fija Por ciento para aplicarse sobre 

el excedente del límite inferior 

$ $ $ % 

0.01 496.07 0.00 1.92 

496.08 4,210.41 9.52 6.40 

4,210.42 7,399.42 247.24 10.88 

7,399.43 8,601.50 594.21 16.00 

8,601.51 10,298.35 786.54 17.92 

10,298.36 20,770.29 1,090.61 21.36 

20,770.30 32,736.83 3,327.42 23.52 

32,736.84 62,500.00 6,141.95 30.00 

62,500.01 83,333.33 15,070.90 32.00 

83,333.34 250,000.00 21,737.57 34.00 

250,000.01 En adelante 78,404.23 35.00 
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Tabla del subsidio para el empleo aplicable a la tarifa de los pagos provisionales mensuales. 

Monto de ingresos que sirven de base para calcular el impuesto 

Para Ingresos de Hasta Ingresos de Cantidad de subsidio para el empleo 

mensual 

$ $ $ 

0.01  1,768.96  407.02  

1,768.97  2,653.38  406.83  

2,653.39  3,472.84  406.62  

3,472.85  3,537.87  392.77  

3,537.88  4,446.15  382.46  

4,446.16  4,717.18  354.23  

4,717.19  5,335.42  324.87  

5,335.43  6,224.67  294.63  

6,224.68  7,113.90  253.54  

7,113.91  7,382.33  217.61  

7,382.34   En adelante  0.00 

 

 

Tarifa para el pago provisional del mes de junio de 2016, aplicable a los ingresos que perciban los 

contribuyentes a que se refiere el Capítulo II, Sección I, del Título IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

 

Límite inferior Límite superior Cuota fija Por ciento para aplicarse sobre 

   el excedente del límite inferior 

$ $ $ % 

0.01 2,976.42 0.00 1.92 

2,976.43 25,262.46 57.12 6.40 

25,262.47 44,396.52 1,483.44 10.88 

44,396.53 51,609.00 3,565.26 16.00 

51,609.01 61,790.10 4,719.24 17.92 

61,790.11 124,621.74 6,543.66 21.36 

124,621.75 196,420.98 19,964.52 23.52 

196,420.99 375,000.00 36,851.70 30.00 

375,000.01 499,999.98 90,425.40 32.00 

499,999.99 1,500,000.00 130,425.42 34.00 

1,500,000.01 En adelante 470,425.38 35.00 

 

 


